
INFORME  DE  LA  COMISIÓN  DE  CONSTITUCIÓN,  LEGISLACIÓN  Y
JUSTICIA  RECAÍDO  EN  EL  PROYECTO  DE  LEY  QUE  MODIFICA  EL
DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 1, DEL MINISTERIO DE ECONOMÍA,
FOMENTO  Y  RECONSTRUCCIÓN,  REFERIDO  AL  TRIBUNAL  DE
DEFENSA DE LA LIBRE COMPETENCIA.

                                                                                         BOLETÍN N° 4234-03

HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación  y
Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional, el proyecto de la
referencia, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

Para el despacho de esta iniciativa, la señora Jefe
del Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de simple para
todos sus trámites constitucionales, por lo que esta Comisión cuenta con un
plazo de treinta días corridos para afinar su tramitación, plazo que vence el
11 de octubre próximo por haberse dado cuenta de la urgencia en la sala el
11 de septiembre recién pasado

Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión
contó con la colaboración de las siguientes personas: don Alejandro Ferreiro
Yazigi, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; doña Ana María
Correa López, Subsecretaria de Economía, don Luis Sánchez Castellón, Jefe
de la División Jurídica del Ministerio; don José Tomás Morel Lara, Jefe de la
División de Desarrollo de Mercados del Ministerio; don Carlos Rubio Estay y
don Nicolás Muñoz Montes, asesores jurídicos del Ministerio;  don Enrique
Vergara  Vial,  Fiscal  Nacional  Económico;  don  Eduardo  Jara  Miranda,
Presidente del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia; doña Andrea
Butelmann Peisahoff y don Radoslav Depolo Razmilic, Ministros del Tribunal;
doña Daniela Gorab Sabat, asesora del Ministerio de Hacienda; don Claudio
Agostini González, profesor de la Facultad de Ingeniería y Negocios de la
Universidad  Alberto  Hurtado;  don  Aldo  González  Tissinetti,  profesor  del
Departamento  de  Economía  de  la  Universidad  de  Chile,  y  don  Ricardo
Jungmann Davies, Director del Centro de Libre Competencia de la Facultad
de Derecho de la Universidad Católica de Santiago.

DOCUMENTOS RECIBIDOS.

La Comisión tuvo a la vista dos trabajos titulados
“La delación compensada en la legislación comparada de Estados Unidos y
la  Unión  Europea”  y  “  Facultades  investigadoras  de  los  organismos  de
defensa de la libre competencia. Delación compensada.”, preparados  por la
abogada  de  la  Unidad  de  Apoyo  Legal  de  la  Biblioteca  del  Congreso
Nacional, señorita Christine Weindenslaufer von Kretschmann.

COMPETENCIA DE LA COMISIÓN.

Este proyecto, aprobado en general por la Sala y
que  cuenta  con  los  dos  informes  reglamentarios  de  la  Comisión  de
Economía, Fomento y Desarrollo, más el correspondiente de la Comisión de



Hacienda, fue sometido, luego de emitido el segundo informe de la primera
Comisión nombrada,  al conocimiento de ésta conforme al acuerdo adoptado
por la Sala en sesión 119ª. de 16 de enero del año en curso.

De conformidad a lo anterior,  el  informe de esta
Comisión  recae  sobre  el  texto  propuesto  por  la  Comisión  de  Economía,
Fomento y Desarrollo en su segundo informe reglamentario.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.

El proyecto tiene por finalidad modificar el decreto
con  fuerza  de  ley  N°  1,  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción,  de  2004,  que  fijó  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la
defensa  de  la  libre  competencia,  con  el  propósito  de  dar  mayor
independencia  a  los  integrantes  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia; corregir determinadas disposiciones de carácter procesal que
afectan  la  gestión  del  Tribunal  o  la  eficiencia  en  la  dictación  de  sus
resoluciones, y  fortalecer las atribuciones que corresponden a la Fiscalía
Nacional Económica, en tanto órgano que investiga las conductas contrarias
a la libre competencia en los mercados.

Tales finalidades, las que el proyecto, de acuerdo
al  texto aprobado por  la  Comisión de Economía,  Fomento y Desarrollo  y
sobre el cual se pronuncia esta Comisión, concreta mediante dos artículos
permanentes que introducen las modificaciones pertinentes en el decreto con
fuerza de ley citado y en la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e
información, y cuatro disposiciones transitorias, son propias de ley al tenor de
lo establecido en los artículos 19 N° 5,  63 números 1), 2), 14) y 20) de la
Constitución Política, en relación con el artículo 65, inciso cuarto, números 2°
y 4° de la misma Carta Fundamental.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

De conformidad a lo establecido en los números
2°, 4° y 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión
dejó constancia de lo siguiente:

1.- Que en el artículo 1° del proyecto,  la letra b)
del número 2, que sustituye el inciso tercero del artículo 6° del decreto con
fuerza de ley N° 1,   el número 7), que agrega un nuevo artículo 11 bis al
mismo decreto con fuerza de ley, específicamente su inciso cuarto, y la letra
p) del número 15,  que modifica el  inciso segundo del  artículo 39, tienen
rango  de  ley  orgánica  constitucional  por  entregar  el  primero  una  nueva
función al Consejo del Banco Central, según lo establece el artículo 108 de la
Constitución Política , el segundo por dar competencia a la Corte Suprema
para aplicar sanciones, y el tercero por dar competencia a un Ministro de
Corte  de  Apelaciones  para  autorizar  la  realización  de  las  diligencias  que
indica  a  Carabineros  o  a  la  Policía  de  Investigaciones,  casos  estos  dos
últimos que se relacionan con las atribuciones de ese tribunal conforme lo
dispone el artículo 77 de la misma Carta Política. 

En el mismo artículo 1° del proyecto,  la letra c)
del número 11, específicamente su inciso o párrafo segundo, que modifica
el artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 1, y la letra a) del número 15,
en su inciso segundo, que modifica el artículo 39 del decreto con fuerza de
ley citado, deben aprobarse con quórum calificado por establecer reserva o
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secreto respecto de procedimientos empleados por un órgano del Estado,
según lo dispone el artículo 8° de la Constitución Política.

2.- Que el número 5 del artículo 1°, que sustituye
el artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 1, es de la competencia de la
Comisión  de  Hacienda,  en  cuanto  sustituye  la  forma  de  determinar  la
remuneración  de  los  ministros  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia, en términos más gravosos que los propuestos originalmente
por  el  Ejecutivo  y  acogidos  por  la  Comisión  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción.

3.-  Que  la  Comisión  rechazó  los  siguientes
números del artículo 1° propuestos por la Comisión de Economía, Fomento y
Reconstrucción, y las indicaciones que se señalan:

A) Los números 8, 11 y 12.
B) Las siguientes indicaciones:
1) La del Diputado señor Eluchans para sustituir la

letra b) del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, por la siguiente:
“b) Cuatro profesionales universitarios expertos en

materia de libre competencia, dos de los cuales deberán ser abogados y dos
licenciados o con post grados en ciencias económicas. Serán designados por
el Consejo del Banco Central  previo concurso público de antecedentes, a
partir  de  dos  nóminas  de  tres  postulantes,  una  para  cada  designación,
confeccionadas por el mismo Consejo.”.

2) La del Diputado señor Eluchans para sustituir la
letra b) del N° 1 del proyecto, que modifica el inciso tercero del artículo 6° del
decreto con fuerza de ley N° 1, por la siguiente:

“  El  Consejo  del  Banco  Central  designará  al
abogado suplente y al licenciado o post graduado en ciencias económicas,
conforme al procedimiento señalado en la letra b) precedente, para lo cual se
podrán  considerar  las  mismas  nóminas  y  concursos  previstos  para  el
nombramiento de los titulares.”.

3) La de los Diputados señores Cristián y Nicolás
Monckeberg para suprimir la letra a) del N° 9 del proyecto, que modifica el
inciso tercero del artículo 22 del decreto con fuerza de ley N° 1.

4)  La  de  los  Diputados  señores  Eluchans  y
Cristián y Nicolás Monckeberg para eliminar la letra a) del N° 10 del proyecto,
que modifica la letra c) del inciso segundo del artículo 26 del decreto con
fuerza de ley N° 1.

5) La de los Diputados señores Cristián y Nicolás
Monckeberg para sustituir en el inciso segundo del artículo 33 del decreto
con fuerza de ley N° 1, la frase “ de la exclusiva confianza del Presidente de
la República”, por la siguiente: “nombrado por el Presidente de la República,
a partir de una quina propuesta por el Consejo del Banco Central de Chile,
nombramiento que deberá ser ratificado por el Senado con acuerdo de las
tres  quintas  partes  de  los  miembros  en  ejercicio,  convocado  en  sesión
especial para el efecto.”.

6)  La  del  Diputado  sñor  señor  Eluchans  para
intercalar en la letra p) del N° 13 del proyecto (quedó como letra o),  que
modifica el artículo 39 del decreto con fuerza de ley ° 1,  entre las palabras
“iniciada  una  investigación”  y  “recomendaciones”,  lo  siguiente:  “y  previa
autorización  del  Tribunal,  en  un  procedimiento  sumario  que  el  mismo
Tribunal fijará, sin necesidad de dar traslado al afectado, “.
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DIPUTADO INFORMANTE.

Se designó Diputado Informante al señor Gonzalo
Arenas Hödar.

ANTECEDENTES.

En lo que respecta a este capítulo, este trabajo se
remite  a  lo  señalado  en el  primer  informe de la  Comisión  de Economía,
Fomento y Desarrollo.

Asimismo,  con  el  propósito  de  no  repetir,  la
descripción del contenido de la iniciativa se efectuará al tratar la discusión en
particular del proyecto.

OPINIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.

a) Doña Ana María Correa López, Subsecretaria
de Economía, señaló que se trataba de una iniciativa de mucho interés para
el  Ejecutivo,  toda  vez  que  entre  sus  principales  objetivos  figuraba  el
fortalecimiento de la independencia de los ministros del Tribunal de Defensa
de  la  Libre  Competencia   y  las  facultades  fiscalizadoras  de  la  Fiscalía
Nacional  Económica.  Agregó  que  para  alcanzar  el  primer  objetivo,  se
incorporaban nuevas inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades para
los miembros del Tribunal y, si  bien en un primer momento, se consideró
solamente  ampliar  estas  inhabilidades  e  incompatibilidades,  durante  el
debate se estableció la dedicación exclusiva para los ministros, quedando los
impedimentos solamente para los suplentes.

Agregó que se aumentaba el monto máximo de las
multas de veinte mil a treinta mil unidades tributarias anuales, pudiendo el
Tribunal  reducir  las  multas  o  condonarlas  a  favor  de  los  infractores  que
proporcionen antecedentes relevantes para los procesos.

Respecto  de  la  Fiscalía,  se  aumentaban  sus
facultades  de  investigación  para  la  detección  de  carteles,  habilitándosela
para allanar,  registrar,  incautar  documentos e interceptar  comunicaciones.
Por  último,  se  admitía  la  posibilidad  de  que  determinadas  piezas  de  los
expedientes pudieran mantenerse en secreto o reserva.

b)  Don  Enrique  Vergara  Vial,  Fiscal  Nacional
Económico, señaló que, básicamente, la proposición del Ejecutivo buscaba
dos objetivos: en primer lugar, fortalecer las facultades de la Fiscalía para
recabar  y  obtener  prueba  directa  de  la  ejecución  de  las  conductas  más
graves en contra de la libre competencia como son los carteles. Actualmente,
la ley contempla como medios de prueba los que consagra el  Código de
Procedimiento  Civil  y  los  indicios  o  cualquier  otro  antecedente  que  sea
efectivo para formar la convicción del Tribunal. Estos últimos, es decir, los
indicios  o  prueba  indirecta,  se  consideraron  en  un  principio  como  un
elemento útil  para la detección de las colusiones, pero en concepto de la
Corte Suprema la acreditación de la existencia de los carteles requiere un
estándar  más  elevado  en  materia  de  probanza,  el  que  solamente  puede
alcanzarse con las nuevas facultades investigativas que se entregan a la
Fiscalía  como  son,  por  una  parte,  las  facultades  de  allanar,  incautar
documentos e interceptar comunicaciones y, por la otra, con el mecanismo
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de  la  delación  compensada  con  el  que  se  pretende  desarticular  o
desmantelar  las  infracciones  realizadas  colectivamente  como  son  los
carteles, tal como sucede con los delitos de terrorismo y narcotráfico en que
se contempla ese mecanismo. Explicando este último procedimiento, señaló
que para que fuera factible, resultaba necesaria la existencia de incentivos
que indujeran a la persona a acusarse o a ofrecer ayuda en la investigación.
El  primer  incentivo  se  encontraría  en  la  posibilidad  cierta  de  que  esas
personas pudieran ser descubiertas, finalidad a la que tenderían las nuevas
facultades que se entregan a la Fiscalía, como son las de allanar, incautar e
interceptar  comunicaciones,  todas las que para llevarse a cabo requieren
autorización  previa  del  Tribunal.  El  segundo sería  la  existencia  de  penas
suficientemente disuasivas como para que los miembros del cartel opten por
delatarse y no continuar en la infracción. De ahí el aumento de las multas de
veinte mil  a treinta mil  unidades tributarias anuales,  aún cuando en otras
legislaciones estas conductas se sancionan con penas privativas de libertad.
Un  tercer  incentivo  lo  constituiría  la  existencia  de  normas  claras  y
transparentes, de manera tal que la persona tenga la certeza de que si se
acusa, podrá obtener determinados beneficios. En este sentido se inscriben
la exigencia de que la entrega de la información debe ser oportuna, creíble y
proporcionada por quien no ha sido el instigador de la conducta ilícita.

Otro de los objetivos perseguidos por la iniciativa,
sería  dotar  a  la  Fiscalía  de  facultades para  resolver  asuntos  que  por  su
entidad no parece conveniente judicializar. Recordó que actualmente, frente
a una investigación, la Fiscalía puede optar por archivar los antecedentes o
recurrir al Tribunal solicitando una sanción. Al respecto, lo que se desea es
buscar  alternativas  que  hagan  más  eficiente  el  sistema  y  eviten  una
judialización  excesiva,  para  lo  cual  quiere  dotársela  de  atribuciones  para
efectuar  estudios,  formular  observaciones  a  los  particulares  y  realizar
indagaciones preliminares.

Un  tercer  objetivo  lo  constituiría  el  interés  en
agilizar el procedimiento ante el Tribunal. En la actualidad éste se inspira en
el  procedimiento  civil,  incluyendo  un  período  de  discusión  compuesto  de
demanda y contestación, un término probatorio bastante extenso y una vista
de la causa, es decir, tiene elementos de primera y segunda instancia que se
desarrollan en lapsos que exceden lo que la eficacia en materia económica
recomienda,  razón  por  la  que  se  desea  restringir  algunas  diligencias
probatorias  que  no  tienen  mucha  utilidad  como es  el  caso  de  la  prueba
testimonial. Al efecto, se plantea reducir el número de testigos y facultar al
Tribunal para prescindir de ciertos testimonios que no serían conducentes.

c)  Don  Eduardo  Jara  Miranda,  Presidente  del
Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, señaló su conformidad con la
mayor parte del proyecto porque, fundamentalmente, solucionaba una serie
de  problemas  que  se  encontraban  pendientes.  El  primero  de  estos
problemas  decía  relación  con  la  independencia  del  Tribunal,  el  que  se
enfrenta  estableciendo  una  serie  de  incompatibilidades  e  inhabilidades
bastante más estrictas para el cargo de ministro y, a la vez, exigiendo una
mayor  dedicación  a  las  funciones  ministeriales.  Asimismo,  se  dota  de
mayores  y  mejores  facultades  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica  y  se
establecen una serie de disposiciones procesales destinadas a mejorar las
actuaciones del Tribunal en las causas que debe conocer, las que permitirán
superar las falencias que en tres años de rodaje se han puesto de relieve.
Estas falencias dicen relación con disposiciones propias del juicio ordinario,
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las que no se avienen con la complejidad y la agilidad necesaria  que se
requiere para resolver los litigios de libre competencia.

No  obstante  su  conformidad  general,  hizo
presente  que  durante  el  debate  parlamentario  se  había  introducido  una
indicación  que  establecía  la  dedicación  exclusiva  de  los  miembros  del
Tribunal, cuestión que había sido analizada por los ministros y, sin perjuicio
de  reconocer  la  potestad  parlamentaria  para  imponer  esa  condición,  se
acordó hacer presente la preocupación que les genera esta proposición, por
cuanto se piensa que la exigencia de dedicación exclusiva podría inhibir a
profesionales de excelencia o de gran calidad para servir en el Tribunal.

Sostuvo  que  se  había  logrado  conformar  un
equipo de alta calidad, tanto en el Tribunal como a nivel de funcionarios y
que las modificaciones que se introducían al decreto con fuerza de ley N° 1,
aseguraban la independencia de los miembros del Tribunal y permitían el
desempeño de profesionales de excelencia, por lo que la iniciativa satisfacía
las  necesidades  del  Tribunal,  sin  perjuicio  de  la  observación  formulada
respecto a la dedicación exclusiva.

Ante la posibilidad de mejorar las remuneraciones
de los integrantes del Tribunal como contrapartida a la dedicación exclusiva,
de tal manera de nivelarlas con las del mercado, con lo que podría generarse
una asimetría con el resto de quienes sirven en la Administración Pública,
señaló que los ministros no son empleados públicos, no gozan de previsión
ni de las demás ventajas propias de ese estamento, por lo que se trataría de
situaciones diferentes que no admitirían comparación.

d)  Don  Ricardo  Jungmann  Davies,  Director  del
Centro  de Libre  Competencia  de  la  Facultad  de Derecho de la  Pontificia
Universidad  Católica  de  Chile,  inició  su  intervención  recordando  que  el
Centro  que representa  había  efectuado una anterior  presentación  ante  la
Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo en la que se había comentado
el  proyecto  original,  haciendo  presente  los  puntos  que  se  estimaban
adecuados  y  aquéllos  que  merecían  reparos.  Por  ello,  en  esta  ocasión
centraría  su  intervención  en  lo  relativo  a  las  medidas  para  garantizar  la
independencia  de  los  miembros  del  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia y en las incompatibilidades con el ejercicio de la magistratura.

A su parecer,  toda norma orientada a garantizar
un  mayor  grado  de  independencia  de  los  integrantes  de  un  tribunal   es
adecuada,  en  la  medida  que  busca  que  los  fallos  sean  efectivamente
imparciales para las partes. No obstante lo anterior, consideraba que no se
habían sopesado bien las posibles consecuencias de promover el aumento
de las incompatibilidades con una remuneración insuficiente, lo que podría
llevar al efecto indeseado de que no fueran los mejores especialistas los que
postularan a integrar el Tribunal, sino personas de escasa experiencia y bajo
nivel  profesional,  lo  que  redundaría  en  su  desprestigio  en  atención  a  la
calidad de sus sentencias. Recordó que en nuestro país, a diferencia de lo
que sucede en otros, los especialistas son pocos y de todos conocidos, por
lo que si éstos no postulan, el futuro de la libre competencia sería incierto.

Insistió  en que quienes postulan  a  estos  cargos
son especialistas, abogados y economistas, que pueden obtener elevadas
remuneraciones  en  el  sector  privado  y  que  si  bien  hoy  día  los  actuales
ministros, siguiendo una vocación de servicio público, han renunciado a esa
situación,  tal  renuncia  ha  sido  compensada  permitiéndoseles  un  ejercicio
privado moderado que complementa sus ingresos.
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Señaló que en la Comisión de Economía, con el
propósito de fomentar una mayor independencia, se implementó, por la vía
de la indicación, la exclusividad en el ejercicio del cargo de ministro titular,
agregando  el  paliativo  de  un  aumento  de  sus  remuneraciones  hasta  el
equivalente a 140 unidades tributarias mensuales ( $ 4.554.060), cuestión
que estimaba positiva pero no suficiente,  porque como lo había indicado,
este  tipo  de  especialistas  puede  obtener  ingresos  bastante  mayores.  En
consecuencia,  se  mantendría  el  problema de  que  no  fueran  los  mejores
quienes postularan.

Por  ello  creía  que  la  solución  podría  estar  en
mantener  la  actual  situación,  en  cuanto  a  permitir  el  ejercicio  privado  en
forma limitada, o bien, se establecía la exclusividad con un nivel de ingresos
más adecuado  a  lo  que  se  percibe  por  este  tipo  de  profesionales  en  el
mercado.  Al  respecto,  dijo  que  le  parecía  llamativa  la  diferencia  que  se
establecía sobre esta materia en el proyecto y lo que otras leyes establecían
respecto  de  otras  instituciones  también  integradas  por  especialistas.  Tal
sería el  caso del Banco Central, en que los miembros del Consejo tienen
remuneraciones que van desde las 220 unidades tributarias mensuales  a las
260 de las mismas unidades, es decir, casi el doble de lo que propone el
proyecto, o el panel de expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos,
que alcanzan a las 320 unidades tributarias mensuales, más del doble de lo
que señala el proyecto.

De  aquí  entonces  la  conveniencia  de  consagrar
cierta flexibilidad para los ministros del Tribunal, o mejorar sustancialmente
sus remuneraciones, y, en ningún caso, mantener la situación que propone el
proyecto por las consecuencias nocivas que podrían producirse.

Por último, consideró poco razonable la limitante
de permitirles el ejercicio de labores docentes por un máximo de 12 horas
semanales, porque si tal limitación no se contemplaba para los consejeros
del Banco Central ni tampoco para los integrantes del panel eléctrico, no veía
la razón que podría existir para imponerla en este caso.

e) Don Claudio Agostini González, profesor de la
Facultad  de  Ingeniería  y  Negocios  de  la  Universidad  Alberto  Hurtado,
refiriéndose  a  la  importancia  de  la  libre  competencia,  señaló  que  las
diferencias  de  ingreso  por  persona  entre  los  distintos  países,  obedecen,
entre otros motivos, a la existencia de conductas anticompetitivas. Le parecía
importante, por tanto,  garantizar los derechos de propiedad y la existencia
de mercados competitivos por cuanto la institucionalidad económica afecta el
crecimiento,  remarcando que la  ausencia  de  competencia  podía  alcanzar
hasta un 13% del producto interno bruto como costo en materia de bienestar.

Sobre la base de diferentes gráficos, explicó que
la demanda reflejaba la valoración que hacen los consumidores de los bienes
o servicios que se transan en el mercado y la oferta, a su vez, reflejaba el
costo de producir dichos bienes o servicios, todo lo cual permitía que los
recursos de una sociedad, siempre escasos, se asignaran en forma eficiente.

Señaló que la  libre competencia sería  un medio
para lograr  la eficiente asignación de los recursos y dentro de ella podía
distinguirse  la  eficiencia  asignativa,  la  que  se  alcanzaba  cuando  la
asignación de los recursos se orientaba al uso más valorado entre todos los
usos posibles, y la eficiencia productiva, cuando los bienes se producen al
mínimo costo posible.
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Refiriéndose, en seguida, a las políticas de libre
competencia, señaló que ésta era buena para la sociedad considerada como
un todo, pero que, en general, a nadie le gustaba competir por la seguridad
de las utilidades obtenidas en actividades monopólicas, razón por las que
existían grandes incentivos para reducir  o  suprimir  la  competencia en los
mercados y obtener poder de mercado. Por ello una buena política en esta
materia debería tratar de prevenir la tentación de que la reducción  de la
competencia se transforme en hechos, sancionando a los culpables cuando
tales  hechos  se  materialicen,  y  teniendo  en  cuenta  que  una  política  de
competencia  es  fundamental  para  una economía de libre  mercado;  dicha
política no debe amparar el bienestar de algunos participantes específicos
del  mercado y  tampoco debe  usarse para  redistribuir  el  ingreso,  generar
empleos, subsidiar empresas ineficientes o para hacer política ambiental.

Señaló que las multas que deben aplicarse para
desincentivar las conductas monopólicas, deben significar que el costo de
violar la ley debe ser mayor que el beneficio esperado por su violación. Al
respecto, señaló que en los Estados Unidos las penas llegaban a los cien
millones de dólares para las empresas y hasta diez años de cárcel para los
infractores. En Chile, en cambio, las multas se aproximaban, como máximo,
a los catorce millones de dólares y teniendo un ingreso por persona cinco
veces menor que el de ese país, las multas eran ocho veces menores, todo
lo cual lo llevaba a pensar que sería razonable el aumento de las mismas.

En  cuanto  al  daño  causado  por  la  conducta
monopólica, señaló que éste se calculaba considerando las utilidades sobre
lo  normal  recibidas  como  producto  de  la  conducta  anticompetitiva  y  el
incentivo  correcto  para  sancionarlo,  debería  multiplicar  por  1.5  esa sobre
utilidad.

En  lo  que  se  refiere  a  los  carteles,  señaló  que
había evidencia empírica de su existencia y que normalmente tenían una
larga duración, por lo que era muy importante sancionar, aunque la detección
de  las  colusiones  era  complicada.  Por  ello  parecía  conveniente  un
mecanismo de  fiscalización  que  contemplara  premios  y  castigos  como la
delación  compensada,  la  que  debería  incluir  una  inmunidad  total  para  la
primera  empresa  que  denuncie  y  aporte  pruebas.  Debiera  también
contemplarse sanciones privativas de libertad para los ejecutivos, forma que
había demostrado ser la más efectiva, y medios para obtener evidencia dura,
como la incautación de correos electrónicos, grabación de conversaciones,
fax, etc.

Finalmente,  luego  de  efectuar  una  reseña  del
contenido  del  proyecto,  señaló  estar  de  acuerdo  con  el  aumento  de  las
multas a treinta mil unidades tributarias mensuales; con las medidas que se
proponían para dar  mayor  independencia a los ministros e intensificar  su
dedicación;  con  el  fortalecimiento  de  las  facultades  investigativas  de  la
Fiscalía, y con el mecanismo de la delación compensada que se proponía,
aunque  creía  que  éste  no  debería  beneficiar  solamente  al  primer
denunciante.

En  cuanto  a  lo  que  echaba  de  menos  en  el
proyecto, señaló que faltarían disposiciones que declararan ilegales por el
solo  hecho de existir  a los acuerdos de precios;  que dispusieran que las
empresas  competidoras  no  pudieran  tener  directores  comunes;  que  la
Fiscalía  Nacional  Económica  debiera  ser  autónoma  del  Gobierno;  que  la
colusión debería ser  penalizada y que la  violación a la  libre competencia
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debiera castigarse con tres veces los daños causados, pero, en todo caso,
las víctimas recibir sólo el monto del daño sufrido.

Concluyendo  todo  lo  anterior,  afirmó  que  la
existencia  de  una  buena  política  de  libre  competencia,  que  incluye  un
correcto diseño institucional, es considerada en general como un elemento
fundamental  de  libre  mercado,  agregando  que  la  evidencia  empírica
demostraba  sistemáticamente  las  virtudes  de  tener  políticas  de  libre
competencia.  A  su  juicio,  el  proyecto  se  encontraba  en  la  línea  correcta
respecto  a  la  teoría,  la  evidencia  empírica  y  las  prácticas  que  han
demostrado ser exitosas en países desarrollados. No obstante lo cual creía
que la iniciativa podía ser mejorada.

f)  Don  Aldo  González  Tissinetti,  profesor  del
Departamento  de  Economía  de  la  Universidad  de  Chile,  centró  su
intervención en la existencia de los carteles como una realidad, definiéndolos
como un conjunto de empresas pertenecientes a un mismo mercado que
operan concertadamente con el objeto de fijar precios de venta y/o repartirse
la  demanda.  Agregó  que  en  la  generalidad  de  las  legislaciones,  la
cartelización era considerada como la ofensa de mayor gravedad contra la
libre competencia y para combatirla habían entrado en vigencia disposiciones
sobre delación compensada, la que se había constituido en un hito relevante
en la persecución de los carteles.  Este mecanismo establecía un método
para actuar sobre delitos de carácter colectivo, que se caracteriza por otorgar
la  reducción  parcial  o  total  de  la  pena  a  uno  de  los  miembros  de  la
organización ilegal por entregar información que permita sancionar al resto.
Este  mecanismo  se  empleaba  en  la  represión  del  narcotráfico  y  del
terrorismo y, últimamente, con gran éxito, en la detección de los carteles.

Agregó que la cartelización era considerada en la
gran mayoría de los países como una acción contraria a la competencia por
el sólo de hecho de constituirse, sin que fuera necesario demostrar la fijación
abusiva de precios o el daño a terceros. No obstante lo anterior, resultaba
muy difícil  acreditar la existencia de la colusión, en atención a que no es
posible contar a priori con toda la información que permita determinar si los
precios y condiciones de venta que se observan, están determinados por la
competencia en el mercado o por la acción concertada de los miembros de
un cartel. 

Agregó  que  al  respecto  existían  dos  tipos  de
evidencia para demostrar la colusión: la circunstancial y la dura o material. La
primera se fundaba en la observación del comportamiento comercial de las
firmas en el mercado, el cual solamente podría explicarse sobre la base de
un  acuerdo  explícito  entre  las  firmas,  como  sería  el  caso  de  conductas
paralelas en precios o tipos de oferta. La evidencia dura, en cambio, obedece
a  la  existencia  de  pruebas  materiales,  tales  como  documentos,  minutas,
grabaciones y correos electrónicos que demuestran la existencia del acuerdo
directo para acordar precios o repartirse el mercado. Ambas evidencias no
son  equivalentes,  otorgando  los  tribunales  mayor  valor  a  las  pruebas
materiales porque éstas permiten despejar toda duda acerca de la existencia
del acuerdo; en cambio, las circunstanciales o indiciarias siempre dejan lugar
a que la conducta supuestamente ilegítima se deba a un comportamiento
competitivo.

En  seguida,  mediante  el  empleo  de  gráficos,
mostró  el  impacto  que  en la  persecución  de los  carteles  había  tenido  el
mecanismo de la delación compensada en Europa entre los años 1989 y
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2007,  registrándose  un  alto  índice  de  condenas  desde  el  año  2001  en
adelante.  Igual  observación  podía  hacerse  respecto  de  la  aplicación  de
multas por cartelización en Europa.

Terminó  señalando  que  para  las  economías  de
mercado  resultaba  fundamental  contar  con  herramientas  eficaces  para
combatir  las  prácticas  anticompetitivas,  por  cuanto  la  colusión  continuaba
siendo un problema no obstante la mayor apertura comercial existente. Por
ello, en atención a la dificultad de probar la colusión empleando únicamente
evidencia circunstancial que, dada su deficiente calidad y la exigencia de un
alto  estándar  para  la  prueba,  hacía  imposible  acreditar  las  colusiones,
parecía recomendable recurrir al mecanismo de la delación compensada, el
que había demostrado ser  un método útil  para la  obtención de evidencia
inculpatoria.

DISCUSIÓN DEL PROYECTO.

En atención a encontrarse aprobada ya la idea de
legislar  por  la  Comisión  Técnica,  el  debate  se  centró  en  la  discusión
pormenorizada del texto propuesto por esa Comisión.

Artículo 1°.-

Introduce  diversas  modificaciones  en  el  decreto
con  fuerza  de  ley  N°  1,  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción,  de  2004,  que  fijó  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado del decreto ley N° 211, del mismo Ministerio, de 1973.

La  Comisión  acordó  tratar  separadamente  por
números este artículo.

Número nuevo.- (pasó a ser número 1)

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para
modificar el artículo 3°, disposición que establece lo siguiente:

“Artículo 3°.- El que ejecute o celebre, individual o
colectivamente, cualquier hecho, acto o convención que impida, restrinja o
entorpezca la libre competencia, o que tienda a producir dichos efectos, será
sancionado con las medidas señaladas en el artículo 26 de la presente ley,
sin perjuicio de las medidas correctivas o prohibitivas que respecto de dichos
hechos, actos o convenciones puedan disponerse en cada caso.

Se considerarán, entre otros, como hechos, actos
o convenciones que impiden, restringen o entorpecen la libre competencia,
los siguientes:

a) Los acuerdos expresos o tácitos entre agentes
económicos, o las prácticas concertadas entre ellos, que tengan por objeto
fijar precios de venta o de compra, limitar la producción o asignarse zonas o
cuotas de mercado, abusando del poder que dichos acuerdos y prácticas les
confieran.

b)  La  explotación  abusiva  por  parte  de  una
empresa, o conjunto de empresas que tengan un controlador común, de una
posición dominante en el mercado, fijando precios de compra o de venta,
imponiendo a una venta la de otro producto, asignando zonas o cuotas de
mercado o imponiendo a otros abusos semejantes.
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c)  Las  prácticas  predatorias,  o  de  competencia
desleal, realizadas con el objeto de alcanzar, mantener o incrementar una
posición dominante.”.

La primera parte de la indicación sustituye en el  inciso
primero  las  expresiones  “que  impida,  restrinja  o  entorpezca”  por  las
siguientes “ que tenga por objeto o efecto impedir, restringir o entorpecer “;
agrega a continuación de la palabra “medidas” el  término “preventivas”, e
intercala entre los términos “ disponerse” y “ en cada caso” las expresiones
“de oficio o a petición de parte”.

Los representantes del Ejecutivo explicaron el contenido
de esta indicación señalando que ella buscaba, en primer lugar, sancionar
como un acto contrario a la libre competencia cualquier hecho que produzca
daño o que haya tenido por objeto producirlo, atendiendo, en el primer caso,
al  resultado,  prescindiendo de la  intencionalidad,   y,  en el  segundo,  a  la
intención,  sin  considerar  el  resultado.   Agregaron  que  se  adicionaba,
además, la posibilidad de que el tribunal adoptara medidas preventivas en
estos casos, como también que las diferentes medidas pudieran adoptarse
de oficio o a petición de parte.

Cerrado el debate y puesta en votación esta parte de la
indicación,  se  la  aprobó  por  mayoría  de  votos.  (  5  votos  a  favor  y  3
abstenciones).

El texto de este inciso quedó como sigue:
a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:
“ El que ejecute o celebre, individual o colectivamente,

cualquier hecho, acto o convención que tenga por objeto o efecto impedir,
restringir o entorpecer la libre competencia, o que tienda a producir dichos
efectos, será sancionado con las medidas señaladas en el artículo 26 de la
presente  ley,  sin  perjuicio  de  las  medidas  preventivas,  correctivas  o
prohibitivas que respecto de dichos hechos, actos o convenciones puedan
disponerse, de oficio o a petición de parte, en cada caso.”.

La  segunda  parte  de  la  indicación  modifica  el  inciso
segundo,  agregando  en  la  letra  a),  después  de  la  palabra  “objeto”  los
términos  “o efecto”; en la letra b)  sustituye la frase “ de una empresa, o
conjunto de empresas que tengan un controlador común” por la siguiente “
de un agente económico, o un conjunto de ellos”, y en la letra c) agrega
después de la palabra “objeto” las expresiones “o efecto”.

Los representantes del Ejecutivo, refiriéndose a la letra
b),   señalaron que en este caso se ampliaba la hipótesis de la actuación
ilícita a situaciones en que no resultaba necesario acreditar concierto entre
las partes que actuaban en forma abusiva. La actuación abusiva calificaría la
conducta, la que, por tanto, no sería inocente. Se emplearía aquí el término
agente económico y no controlador común, ya que este último caso estaría
comprendido en la  colusión de que trata  la  letra  a).  Precisaron que esta
figura  se  denominaba  abuso  de  posición  dominante,  bastante  común  en
mercados oligopólicos, en que si bien cada actor no tiene por si una posición
dominante, al cometer acciones abusivas en paralelo, produce los mismos
resultados que si se tratara de un monopolio.

El  Diputado  señor  Arenas  discrepó  de  la  idea  de
sancionar  como  ilícitos  los  comportamientos  paralelos,  porque,  a  su
entender,  no  podía  sancionarse  a  quien  no  tenía  conocimiento  de  que
actuaba  mal  y,  menos  aún,  si  no  tenía  intención  de  cometer  infracción
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alguna,  situación  que fácilmente  podría  darse  en estructuras  de mercado
pequeñas o muy concentradas, en que la única forma de subsistir por parte
de los más chicos es adaptando sus precios a los que establezca el más
grande, con lo que, de acuerdo a la modificación que se quiere introducir,
todos estos  establecimientos,  sin  la  menor  intención  de formar  un  cartel,
estarían incurriendo en un ilícito y quedando afectos a todas las penas que
ello implica.

Cerrado  finalmente  el  debate  y  habiéndose  acordado
votar cada letra por separado, se aprobaron todas ellas por mayoría de votos
( 6 votos a favor  y 3 abstenciones respecto de la primera; 5 votos a favor y 3
en  contra  respecto  de  la  segunda,  y  5  votos  a  favor  y  3  abstenciones
respecto de la tercera), resultando, en consecuencia, aprobada la indicación
por mayoría de votos.

Número 1.- ( pasó a ser 2)

Modifica el artículo 6°, norma que señala la integración
del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

El  texto  propuesto  por  la  Comisión  de  Economía
introduce las siguientes modificaciones, todas las que la Comisión acordó
votar por separado.

Por  la  letra  a) sustituye  el  inciso  segundo,  el  que
dispone que el Tribunal tendrá cuatro miembros suplentes, dos de los cuales
deberán  ser  abogados  y  dos  licenciados  o  con  post  grado  en  ciencias
económicas.

Se  propone  reducir  el  número  solamente  a  dos
suplentes, siendo uno abogado y el otro licenciado o con post grado 
en ciencias económicas, fundándose en ser innecesario un número mayor
debido  a  que  los  titulares  han  demostrado,  en  la  práctica,  una  mayor
dedicación a la prevista, unido a la necesidad presupuestaria que plantea el
mejoramiento de las remuneraciones de los jueces titulares y el hecho del
incremento de las sesiones del tribunal.

Se aprobó, sin mayor debate, por unanimidad.
Por  la  letra  b) sustituye  el  inciso  tercero,  el  que

encomienda al Banco Central y al Presidente de la República la designación
de los integrantes suplentes a razón de dos por cada uno.

Se propone que el Presidente de la República designe al
abogado  suplente  y  el  Banco  Central  al  economista,  conforme  al
procedimiento  que  señala  la  letra  b)  de  este  mismo  artículo  (nóminas
confeccionadas por el Banco Central sobre la base de concurso público de
antecedentes).

El Diputado señor Eluchans, aduciendo la necesidad de
garantizar la independencia de estos integrantes del poder central, presentó
una indicación, encomendando al Consejo del Banco Central la designación
de los dos suplentes, debiendo ser uno abogado y el otro licenciado o con
post  grado  en  ciencias  económicas,  con  el  mismo  procedimiento  de
nombramiento.

Cerrado el debate se rechazó la indicación por mayoría
de votos, aprobándose, en seguida, la letra, también por mayoría de votos  (6
votos a favor y 3 abstenciones).

Por la letra c)  suprime la oración final del inciso quinto,
la que sobre la base de existir cuatro jueces suplentes, encomienda a un
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auto acordado del Tribunal el orden en que los suplentes reemplazarán a los
titulares.

Con la reducción de suplentes a sólo dos, dicha oración
no se justifica, por lo que se aprobó la letra por unanimidad.

Por  la  letra  d) sustituye  el  inciso  séptimo,  el  que
establece  la  incompatibilidad  entre  el  cargo  de  integrante  titular  y  el  de
funcionario  público,  administrador,  gerente  o  trabajador  dependiente  de
sociedades anónimas abiertas  o sometidas a  las reglas  propias  de estas
sociedades, todos quienes deberán renunciar a sus cargos al momento de su
nombramiento.

Se propone reemplazar dicho inciso por tres nuevos  en
virtud de los cuales se declara incompatible el cargo de integrante titular con
toda  otra  función  remunerada,  salvo  las  docentes  hasta  doce  horas
semanales;  igual  incompatibilidad  existirá  respecto  de  quien  haya
desempeñado  el  cargo  de  Fiscal  Nacional  Económico  o  cualquier  cargo
directivo en la Fiscalía Nacional Económica en el año anterior al inicio del
concurso público de antecedentes.

Se declara incompatible el cargo de integrante suplente
con  la  condición  de:  a)  funcionario  público;  b)  administrador,  gerente  o
trabajador dependiente de sociedades anónimas abiertas o sometidas a las
reglas  de estas  sociedades,  y  c)  haber  desempeñado el  cargo de Fiscal
Nacional  Económico  o  cualquier  cargo  directivo  en  la  Fiscalía  Nacional
Económica en el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.

Se establece que las personas que al momento de su
nombramiento  se  encuentren  desempeñando  alguna  de  las  funciones
incompatibles señaladas, deberán renunciar a ellas.

Los  Diputado  señores  Cristián  y  Nicolás  Monckeberg
presentaron una indicación para sustituir esta letra por otra que solamente
difiere  en  que  declara  el  cargo  de  integrante  titular  como  de  dedicación
exclusiva.

Fundamentó  el  Diputado señor  Nicolás  Monckeberg  la
indicación, señalando que aunque pudiera parecer redundante o repetitiva,
entendía que interpretaba el espíritu del proyecto y le daba más claridad, en
especial si se atiende a las disposiciones sobre recusación e inhabilidades
que se señalan más adelante.

Los Diputados señores Bustos y Burgos coincidieron con
la  indicación  por  cuanto  esa  había  sido  la  idea  cuando  se  planteó  la
posibilidad  de una remuneración  más  acorde  y,  además,  despejaba  toda
ambigüedad.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que
compartían la idea, prueba de ello era la proposición que se hacía para fijar
una remuneración consistente con esa exclusividad, pero consideraban que
la forma propuesta por el parlamentario era más restrictiva porque alcanzaría
el  desarrollo  de  actividades  particulares  no  remuneradas  por  parte  de
terceros y que significaran ingresos propios.

Los Diputados señora Soto y señor  Ceroni  previnieron
sobre este tipo de disposiciones,  toda vez que lo que se buscaba era la
excelencia  de  los  integrantes  con  la  debida  independencia,  pero  ello  no
suponía necesariamente la exclusividad. Pidieron dejar constancia que dicha
exclusividad no afectaría  la  posibilidad de percibir  ingresos propios  como
podrían ser, por ejemplo, los derechos de autor.

El Diputado señor Bustos estimó que incompatibilizar el
cargo de integrante suplente con el de funcionario público parecía exagerado
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y complicaría mucho la posibilidad de que hubiera personas interesadas en
ese cargo.

Por último, la Comisión acordó, por mayoría de votos ( 7
votos  a  favor  y  1  abstención),  aprobar  la  indicación  con dos enmiendas:
suprimir la mención del funcionario público entre las incompatibilidades que
afectan  a  los  integrantes  suplentes  y  precisar  que  quienes  hubieren
desempeñado el cargo de Fiscal Nacional Económico u otro cargo directivo
en la Fiscalía, deberán renunciar a él en el año anterior al inicio del concurso
público de antecedentes y no al momento del nombramiento.

El texto de la letra d) de este número quedó como sigue:
“d) Sustitúyese su inciso séptimo por los tres siguientes,

que pasan a ser séptimo, octavo y noveno:
“El  cargo  de  integrante  titular  del  Tribunal  será  de

dedicación exclusiva, y, en consecuencia, será incompatible con otra función
remunerada,  con excepción de los  cargos docentes  hasta un máximo de
doce horas semanales. Será igualmente incompatible para quien  haya
desempeñado  el  cargo  de  Fiscal  Nacional  Económico  o  cualquier  cargo
directivo en la Fiscalía Nacional Económica, en el año anterior al inicio del
concurso público de antecedentes.

Asimismo,  es  incompatible  el  cargo  de  integrante
suplente del Tribunal con la condición de:

a)  Administrador,  gerente  o  trabajador  dependiente  de
sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades,
como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas;

b)  Haber  desempeñado  el  cargo  de  Fiscal  Nacional
Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en
el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.

Las  personas  que  al  momento  de  su  nombramiento,
salvo en el caso de la letra b) anterior  quienes deberán renunciar un año
antes  del  inicio  del  concurso  público  de  antecedentes,  se  encuentren
desempeñando alguna de las funciones incompatibles a que se refieren los
incisos precedentes, deberán renunciar a ellas.”.

Por la letra e)  suprime el inciso final  que  declara
compatible  la calidad de integrante del Tribunal con los cargos docentes,
disposición ya acogida por la indicación aprobada.

Número 2.- (pasó a ser 3)

Modifica el inciso segundo del artículo 7°, disposición que
trata sobre el mecanismo de asunción del cargo de integrantes del Tribunal y
que en  su  inciso  segundo  establece que  tales  integrantes,  tanto  titulares
como  suplentes,  permanecerán  seis  años  en  el  cargo,  pudiendo  ser
designados por nuevos períodos sucesivos.

La  Comisión  de  Economía  propone  que  la  nueva
designación sólo pueda efectuarse por un período sucesivo, como una forma
de garantizar aún más la independencia de los integrantes.

Se aprobó sin debate, por unanimidad.

Número 3.- (pasó a ser 4)
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Modifica  el  artículo  9°,  norma  que  se  refiere  al
funcionamiento del Tribunal, en que establece que deberá sesionar en sala
legalmente constituida como mínimo dos días a la semana.

La  Comisión  de  Economía  propone  establecer  que  el
número mínimo de sesiones sea de tres días a la semana.

Se aprobó sin debate por unanimidad.

Número 4.- ( pasó a ser 5).

Sustituye  el  artículo  10,  norma  que  se  refiere  a  la
remuneración que percibirán los integrantes titulares, la que es  equivalente a
ochenta unidades tributarias mensuales , más diez de dichas unidades por
cada sesión adicional a las obligatorias a que asistan, no pudiendo exceder
de  ciento  veinte  de  dichas  unidades  al  mes;   y  a  la  que  perciben  los
integrantes suplentes, equivalente a diez unidades tributarias mensuales por
cada sesión a que asistan en reemplazo del titular, con un  tope de cuarenta
de dichas unidades.

La Comisión de Economía propone  fijar la remuneración
del  Presidente  del  Tribunal  en  ciento  cuarenta  unidades  tributarias
mensuales por mes y la de los demás integrantes titulares en ciento veinte
de  dichas  unidades,  más  diez  unidades  tributarias  mensuales  por  cada
sesión adicional a las obligatorias a que asistan, no pudiendo exceder de la
suma  que  perciba  el  Presidente.  En  el  caso  de  los  suplentes,  la
remuneración equivaldrá a treinta unidades tributarias mensuales por mes,
más diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan en
ausencia del titular, con un tope de sesenta unidades tributarias mensuales,
cualquiera sea el número de sesiones a que asistan.

El  Ejecutivo,  acogiendo  una  serie  de  observaciones
relacionadas con las diferencias que se establecían entre el Presidente y los
integrantes  titulares  como  también  la  conveniencia  de  equiparar  dichos
ingresos con los que corresponden al Fiscal Nacional Económico,  presentó
una indicación para sustituir este número por el siguiente:

“Artículo  10.-  La  remuneración  mensual  de  los
integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración
bruta mensualizada de carácter  permanente del  cargo de Fiscal  Nacional
Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente
la suma de treinta unidades tributarias mensuales y,  además, la suma de
diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la
que  no  concurra  el  titular  correspondiente,  con  un  máximo  de  sesenta
unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a
las que hayan asistido.”.

Se aprobó la indicación por unanimidad.

Número 5.- (pasó a ser 6).

Modifica  el  artículo  11,  norma  que  se  refiere  a  las
causales de implicancia o recusación que pueden afectar a los miembros del
Tribunal para conocer de determinados asuntos.

La  Comisión  de  Economía  introduce  las  siguientes
modificaciones a este artículo:

Por  la  letra  a), sustituye  su  inciso  segundo  por  el
siguiente:
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“En todo caso, se presume de derecho que el ministro
titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus
parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o
de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las
empresas en las cuales estas mismas personas sean sus representantes
legales,  mandatarios,  directores,  gerentes  o  desempeñen  otros  cargos
directivos, o posean directamente o a través de otras personas naturales o
jurídicas  un  porcentaje  de  la  sociedad  que  les  permita  participar  en  la
administración  de  la  misma,  o  elegir  o  hacer  elegir  uno  o  más  de  sus
administradores, y.

b) Asesore o preste servicios profesionales, en cualquier
clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de
parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de
ingreso de aquélla.”.

La  proposición,  que  difiere  del  texto  vigente  en  que
incluye expresamente a los miembros suplentes y agrega las relaciones a
que se refiere la letra b), se aprobó sin debate, en los mismos términos, por
unanimidad.

Por la letra b), intercala el siguiente inciso tercero:
“Además,  será  causal  de  recusación  respecto  de  los

integrantes  titulares  o  suplentes,  la  existencia  de  relacionales,  laborales,
comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los
abogados  o  asesores  de  alguna  de  las  partes,  en  términos  tales  que
permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”.

Los  Diputados  señores  Cristián  y  Nicolás  Monckeberg
presentaron una indicación para sustituir este inciso por el siguiente:

“Sin  perjuicio  de  lo  propuesto  en  los  nuevos  incisos
séptimo, octavo y noveno del artículo 6°, será causal de recusación respecto
de los integrantes titulares o suplentes, la existencia de relaciones, laborales,
comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los
abogados  o  asesores  de  alguna  de  las  partes,  en  términos  tales  que
permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”

El Diputado señor Nicolás Monckeberg hizo presente que
tal  indicación  tenía  una  mayor  justificación  antes  de  establecerse  la
dedicación exclusiva de los Ministros, por cuanto ya no se trataría de una
causal de recusación sino que de una inhabilidad. No obstante lo anterior,
creía que podía mantenérsela.

El  Diputado  señor  Eluchans  y  los  representantes  del
Ejecutivo coincidieron en que habiendo dedicación exclusiva, resultaba difícil
la existencia de una relación laboral, pero podría existir, no obstante dicha
dedicación exclusiva,  otro tipo de relaciones  que no fueran laborales y que,
igualmente,  afectaran  la  imparcialidad  del  ministro,  como  podría  ser,  por
ejemplo, la pertenencia a una comunidad con otra persona y por la cual no
se reciba ingreso alguno.

Cerrado  finalmente  el  debate,  la  Comisión  acordó
aprobar la indicación por unanimidad, sin más cambios que la supresión de
la  expresión “nuevos”.

Por la letra c),  modifica el actual inciso cuarto el que
señala que en ausencia o inhabilidad de los miembros titulares, deberán ser
reemplazados preferentemente por el suplente que corresponda de la misma
área profesional.
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La modificación dispone que el reemplazo se haga por
“el suplente de su misma área profesional, salvo que esta regla impida al
tribunal sesionar con el quórum mínimo establecido en el artículo 9°”.

Se aprobó sin debate, por unanimidad.

Número 6.- ( pasó a ser 7).

La Comisión de Economía propuso agregar el siguiente
artículo 11 bis, nuevo:

“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades
establecidas  en  el  artículo  6°,  los  integrantes  titulares  o  suplentes  del
Tribunal,  según  corresponda,  no  podrán  ser  administradores,  gerentes  o
trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, en
toda  clase  de  materias,  a  personas  naturales  o  jurídicas  que  tengan  la
calidad de parte en alguna causa que haya conocido el respectivo ministro
hasta un año contado desde que se dicte la sentencia por el tribunal, aún
cuando el integrante haya cesado en su cargo.

En  el  mismo  plazo,  los  integrantes  suplentes  y  ex
integrantes tampoco podrán percibir  remuneración,  honorario  o regalía de
personas  naturales  o  jurídicas  que  asesoren  o  presten  servicios
profesionales a quien haya sido parte en alguna causa que haya conocido el
respectivo ministro, sabiendo o debiendo saber de tal vínculo.

La infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes
constituirá notable de abandono de deberes o, en caso que el integrante del
tribunal haya cesado en su cargo, la sanción será de inhabilitación absoluta
para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, la que será
aplicada  por  la  Corte  Suprema  a  requerimiento  de  la  Fiscalía  Nacional
Económica.

El  requerimiento  a  que  alude  el  inciso  precedente
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en  que  se  fundare.  Si  el  requerimiento  no  cumpliere  estos  requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de
la  Corte  Suprema  dará  traslado  de  éste  al  inculpado  el  que  deberá  ser
evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción
del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la
vía que se estime más expedita.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en
el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que
se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el
cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que
se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de
la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema
sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista
de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte
Suprema hasta antes de la vista de la causa.”.

Los  Diputados  señores  Cristián  y  Nicolás  Monckeberg
presentaron una indicación para sustituir este artículo, del que se diferencia
solamente en los dos primero incisos y que se señalan a continuación:
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“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades
establecidas en el artículo 6°, los integrantes suplentes del tribunal no podrán
ser  administradores,  gerentes  o  trabajadores dependientes,  ni  asesorar  o
prestar  servicios  profesionales,  en  toda  clase  de  materias,  a  personas
naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en cualquier causa que
esté  conociendo  el  tribunal  o  esté  siendo  objeto  de  una  fiscalización.
Tratándose  de  los  ministros  suplentes  en  ejercicio,  esta  incompatibilidad
cesará sólo a partir del cuarto año contado desde que queda ejecutoriada la
sentencia dictada por el tribunal. Para el caso que el ministro suplente haya
cesado en sus funciones, la inhabilidad sólo tendrá una duración de dos años
desde que quedó ejecutoriada la sentencia.

Tratándose de un ministro titular que ha cesado en su
cargo, la incompatibilidad tendrá una duración de tres años contados desde
que ha quedado ejecutoriada la sentencia.”.

El  Diputado  señor  Nicolás  Monckeberg  fundamentó  la
indicación  señalando  que ella  se  aplicaba a  los  ministros  suplentes  y  ex
integrantes titulares en atención a la exclusividad establecida en el artículo 6°
y que se diferenciaba del texto propuesto por la Comisión de Economía en
dos aspectos: primero el plazo de la inhabilidad se contaba a partir desde
que la sentencia quedare ejecutoriada y no desde que se dictare, por cuanto
mientras aún se encontraren en juego intereses en litigio, no podría existir
asesoría a uno de los litigantes por parte de quien dictó o participó en la
dictación de la sentencia; segundo por el problema de los plazos de duración
de la inhabilidad. Considero que el término de un año resultaba demasiado
breve, por ello se proponía ampliarlo hasta cuatro años respecto del suplente
que se mantiene en funciones y hasta dos en el caso del que haya cesado
en el cargo. Tratándose de los ministros titulares que hubieren cesado en el
cargo, la incompatibilidad se extendería por tres años.

Asimismo, creía que la inhabilitación para una persona
que sale del servicio, resultaba muy simbólica, razón por la que pensaba que
debería aplicarse, además, una multa.

El Diputado señor Bustos echó de menos respecto de la
sanción de inhabilitación  un procedimiento  que permitiera reclamar de su
aplicación.

Los  representantes  del   Ejecutivo  se  mostraron  de
acuerdo con la proposición en cuanto a computar los plazos a partir desde
que la sentencia se encontrare ejecutoriada, como también en el aumento de
los plazos, por cuanto dicho aumento diría relación con una incompatibilidad
de carácter específico respecto de la persona que fue parte de una causa.
No habría, por tanto, un atentado a la libertad laboral. Sin embargo, creían
que no debería incluirse como fundante de una incompatibilidad el hecho de
tratarse de un asunto que esté siendo objeto de una fiscalización, toda vez
que lo relevante para el  tribunal y sus integrantes, son las causas que le
corresponde conocer y no aquellas cuestiones sujetas a fiscalización que no
han derivado todavía en causas.

Asimismo, respecto de los plazos de la inhabilidad, que
se establecen para los ministros suplentes, estimaron que solamente debería
consignarse  el  que  se  refiere  a  los  suplentes  en  ejercicio,  por  cuanto,
tratándose de los que hubieren cesado en sus funciones, podría darse el
caso de que hubieran dictado una sentencia un día antes de la cesación, con
lo cual la inhabilidad los afectaría solo por dos años . 
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La  Comisión,  por  unanimidad,  acogió  la  indicación
conjuntamente con las observaciones formuladas por los representantes del
Ejecutivo, quedando el texto de este artículo como sigue:

“ Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades
establecidas  en  el  artículo  6°,  los  integrantes  suplentes  del  Tribunal  no
podrán  ser  administradores,  gerentes  o  trabajadores  dependientes,  ni
asesorar  o  prestar  servicios  profesionales,  en  toda  clase  de  materias,  a
personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en cualquier
causa que esté  conociendo el Tribunal. Esta incompatibilidad cesará sólo a
partir  del  cuarto  año contado desde que quede ejecutoriada la  sentencia
dictada por el Tribunal.

Tratándose de un ministro titular que ha cesado en su
cargo, la incompatibilidad tendrá una duración de tres años contados desde
que ha quedado ejecutoriada la sentencia.

En el mismo plazo señalado en los inciso anteriores, los
integrantes  suplentes  y  ex  integrantes  tampoco  podrán  percibir
remuneración,  honorario  o  regalía  de  personas  naturales  o  jurídicas  que
asesoren o presten servicios profesionales a quien haya sido parte en alguna
causa que haya conocido el respectivo ministro, sabiendo o debiendo saber
de tal vínculo.

La infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes
constituirá notable de abandono de deberes o, en caso que el integrante del
tribunal haya cesado en su cargo, la sanción será de inhabilitación absoluta
para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, pudiendo
aplicársele  además  una  multa  de  hasta  doscientas  unidades  tributarias
mensuales,  sanciones  que  serán  aplicadas  por  la  Corte  Suprema  a
requerimiento de la Fiscalía Nacional Económica.

El  requerimiento  a  que  alude  el  inciso  precedente
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en que se fundaren.  Si  el  requerimiento no cumpliere estos requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de
la  Corte  Suprema  dará  traslado  de  éste  al  inculpado  el  que  deberá  ser
evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción
del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la
vía que se estime más expedita.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en
el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que
se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el
cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que
se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de
la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema
sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista
de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte
Suprema hasta antes de la vista de la causa.”.

Número nuevo.- (pasó a ser 8)
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El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para  modificar  el
artículo 18, agregando en el número 2 de su inciso único, después de la
palabra “celebrarlos” los términos “ o el Fiscal Nacional Económico.

El  mencionado  artículo  se  refiere  a  las  atribuciones  y
deberes  que  tiene  el  Tribunal,  señalando  en  su  número  2  que  le
corresponderá  conocer  a  solicitud  de  quien  tenga  interés  legítimo,  o  del
Fiscal  Nacional  Económico,  los  asuntos  de  carácter  no  contencioso  que
puedan infringir las disposiciones de la presente ley, sobre hechos, actos o
contratos  existentes,  así  como  aquellos  que  le  presenten  quienes  se
propongan ejecutarlos o celebrarlos, para lo cual, en ambos casos, podrá
fijar las condiciones que deberán ser cumplidas en dichos hechos, actos o
contratos.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que lo que se
pretendía con esta indicación, era incluir la posibilidad de que el Fiscal pueda
llevar al conocimiento del Tribunal, un contrato que está por celebrarse y del
cual  ha  habido  anuncios  públicos  y  se  comenta  en  los  medios  de
comunicación. Actualmente, si no se cuenta con la voluntad de las partes, no
podría ser conocido por el Tribunal.  Agregaron que esta medida ayudaría al
control  preventivo  de  posibles  fusiones  que  el  Fiscal  estime  que  pueden
afectar los mercados.

El Diputado señor Arenas estimó poco claras las bases
sobre las que podría consultar el Fiscal, toda vez que se trata de algo que se
encuentra en la fase sólo de borradores. Por otra parte, ante una proposición
del  Diputado  señor  Eluchans,  quien  sostuvo  que  debiera  tener  una
legitimación  activa  para  efectuar  este  tipo  de  consultas,  no  solamente  el
Fiscal  o  quienes se propongan celebrar  el  acto o contrato sino  que todo
aquel que tenga un interés legítimo, sea o no partícipe en el acto, sostuvo
que ello era riesgoso por la posibilidad de la intervención de terceros sin más
interés  que  el  de  entorpecer  el  acto.  Podría,  no  obstante,  permitirse  tal
intervención  si  se  tratare  de  asuntos  que  significaran  un  determinado
porcentaje  de  participación  en  el  mercado,  evitando  así  que  cuestiones
menores pudieran llegar al Tribunal.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  la
determinación de porcentajes de participación resultaba complicada, como
también  que  en  la  legislación  comparada  no  se  conocían  casos  de
legitimación activa respecto de terceros. Además, la legislación nacional no
contemplaba la posibilidad de declarar inadmisibles determinadas materias,
con lo cual, de aceptarse tal legitimación activa, podría atocharse al Tribunal
con tales asuntos.

Por otra parte, sostuvieron que en todo el mundo existe
un  sistema  de  control  de  las  fusiones  mediante  un  mecanismo  bastante
expedito y que en el país existe un procedimiento más prolongado ante el
Tribunal,  referido,  más  bien,  a  las  grandes  operaciones.  Creían  que
tratándose de cuestiones relacionadas con la concentración que no fueran
tan  relevantes,  deberían  ser  conocidas  por  la  Fiscalía  y  ser  ella  quien
negociara con las partes las condiciones de la fusión.  Eso era lo  que se
estaba proponiendo con esta indicación.

El Diputado señor Arenas señaló que precisamente  esta
función de juzgado chico que adoptaba la Fiscalía respecto de determinadas
materias, era lo que provocaba desconfianza, especialmente por el hecho de
ser el Fiscal un funcionario de la exclusiva confianza del Jefe de Estado de
turno, que podría quedar sometido al capricho de quien detentara ese cargo.
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Finalmente, el Diputado señor Bustos considerando que
se  trataba  de  una  situación  de  carácter  preventivo,  se  inclinó  porque  la
legitimación activa la detentara solamente la autoridad, ya que se trataría de
un asunto complejo y expuesto a problemas y artimañas.

Cerrado finalmente el debate, se aprobó la indicación, en
los  términos  propuestos,  por  mayoría  de  votos  (  4  votos  a  favor  y  3
abstenciones).

Número 7.- (pasó a ser 9).

Introduce una modificación en el artículo 20, norma que
se refiere al procedimiento aplicable al conocimiento de las cuestiones que
son de la competencia del Tribunal.

La Comisión de Economía reemplaza en el inciso cuarto
la frase “ requerimiento del Fiscal Nacional Económico” por las siguientes:
“la notificación que realice la Fiscalía Nacional Económica al  afectado del
inicio de una investigación de acuerdo a la letra a) del artículo 39 y siempre
que el  requerimiento  se  presente  dentro  de los dos años siguientes  a  la
referida notificación”.

El citado inciso cuarto establece que la prescripción de
las acciones de que trata esta ley, operará en el plazo de dos años a contar
desde la ejecución de la conducta atentatoria de la libre competencia en que
se fundan. Esta prescripción se interrumpe por el  requerimiento del Fiscal
Nacional Económico o la demanda de algún particular ante el Tribunal.

La  modificación  que  tiene  el  efecto  de  interrumpir  la
prescripción desde el momento en que se comunica al afectado el inicio de
una investigación en su contra, se aprobó, sin debate, por unanimidad.

Número 8.- (pasó a ser 10)

Modifica el artículo 21, disposición que señala la forma
de  notificar  al  afectado  la  resolución  que  recae  en  el  requerimiento  o  la
demanda.

Su inciso segundo agrega que las demás resoluciones
serán notificadas por carta certificada enviada al domicilio de la persona a
quien se deba notificar, salvo que las partes acuerden otra forma más segura
para ello.

Su inciso tercero señala que se entenderá practicada la
notificación por carta certificada, el quinto día hábil contado desde la fecha
de la recepción de la misma por el respectivo servicio de correos.

La  Comisión  de  Economía  propone  reemplazar  en  el
inciso segundo la oración “carta certificada enviada al domicilio de la persona
a quien se debe notificar” por los términos “ el estado diario”, y suprimir el
inciso tercero.

El Diputado señor Eluchans presentó una indicación para
rechazar  ambas  proposiciones  fundándose  en  que  le  parecía  de  mucha
mayor certidumbre para el requerido o demandado, la notificación efectuada
por carta certificada que la que se realiza por el estado diario.

Ante la observación de que el plazo de cinco días que
establecía el inciso tercero para entender efectuada la notificación, resultaba
muy amplio, se avino a que dicho término se disminuyera sólo a tres días.

Cerrado el debate, se aprobó la indicación por mayoría
de votos ( 4 votos a favor y 3 en contra) sin perjuicio del  acuerdo alcanzado.
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Este número quedó como sigue:
“10) Sustitúyese en el  inciso tercero del  artículo 21,  la

expresión “quinto” por el término “tercer”.

Número 9.- (pasó a ser 11)

Modifica el artículo 22, disposición que establece que si
las  partes  no  llegan  a  conciliación  o  el  Tribunal  no  la  estima  pertinente,
recibirá la causa a prueba.

La Comisión de Economía modifica los incisos tercero y
cuarto y agrega tres nuevos incisos, modificaciones todas que la Comisión
acordó tratar por separado.

El inciso tercero de este artículo señala que si las partes
desean rendir prueba testimonial, deberán presentar la correspondiente lista
de testigos dentro de quinto día hábil contado desde que la resolución que
recibe la causa a prueba quede ejecutoriada.

La  Comisión  de  Economía  por  la  letra  a)  de  este
número, propuso agregar lo siguiente, sustituyendo el punto aparte por un
punto seguido:

“ En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba,
declaraciones de tres testigos por cada parte que no hayan sido inhabilitados
salvo que el tribunal, a petición fundada efectuada al presentarse la lista de
testigos, amplíe dicho número con el objeto de resguardar la bilateralidad de
la audiencia y el derecho de defensa.”.

Al  respecto,  los  Diputados  señores  Cristián  y  Nicolás
Monckeberg  presentaron  una  indicación  para  suprimir  esta  letra  y  el
Ejecutivo presentó otra para agregar al final de lo propuesto por la Comisión
de Economía, en punto seguido, lo siguiente: 

“No regirá respecto de los testigos lo establecido en los
artículos  358,  360  número  2,  373,  374,  376,  377  y  378  del  Código  de
Procedimiento Civil.”.

Respecto  de  la  primera  indicación,  el  Diputado  señor
Arenas recordó que al debatirse esta norma en la Comisión de Economía, se
había acordado fijar el número de testigos solamente en tres, porque permitir
una  cantidad  ilimitada  de  deponentes  servía  solamente  para  retrasar  las
audiencias.

En  cuanto  a  la  consulta  del  Diputado  señor  Cardemil
respecto de la indicación del Ejecutivo, en el sentido de saber por qué se
suprimían la inhabilidades y causales de tacha respecto de los testigos, los
representantes del Ejecutivo explicaron  que el criterio regulador de la prueba
era la  sana crítica,  sistema en que lo  que realmente  importaba era si  el
testimonio servía o no para formar la convicción del  tribunal,  sin importar
mayormente  la  calidad  del  testigo.  Un  sistema  similar  se  aplicaba  en  el
procedimiento penal.

El Diputado señor Bustos observó que si correspondía al
tribunal  determinar  el  valor  probatorio  que  tendrá  cada  testimonio  y,  en
consecuencia, no habría lugar a las tachas ni a la inhabilitación de testigos,
la frase “ que no hayan sido inhabilitados” carecía de toda justificación, como
tampoco le parecía claro que la posibilidad de ampliar el número de testigos
se fundara  en el resguardo de “la bilateralidad de la audiencia y el derecho
de defensa.”.

Los representantes del  Ejecutivo explicaron esta última
observación señalando que, en muchos juicios, la fiscalía debe litigar contra
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dos o más partes que, en conjunto, presentan una gran cantidad de testigos,
contra sólo dos o tres que presenta la Fiscalía. Por ello, en resguardo del
derecho  de  defensa,  se  proponía  que  el  tribunal  pudiera  autorizar  la
ampliación del número de testigos de quien presenta la menor cantidad.

Los Diputados señores Bustos y Eluchans sostuvieron el
primero que si no se limitaba también en este caso la ampliación, la norma
carecería  de  sentido  y,  el  segundo,  que  la  ampliación  del  aumento  de
testigos  respecto  de  una  parte  debería  quedar  al  criterio  del  tribunal  de
acuerdo a las circunstancias que apreciare.

Finalmente, la Comisión acordó rechazar la indicación de
los  Diputados  señores  Cristián  y  Nicolás  Monckeberg  por  unanimidad,
suprimir  en  la  proposición  de  la  Comisión  de  Economía  las  expresiones
“que  no  hayan  sido  inhabilitados”  y  “  con  el  objeto  de  resguardar  la
bilateralidad  de  la  audiencia  y  el  derecho  de  defensa”,  también  por
unanimidad, y acoger la indicación del Ejecutivo por mayoría de votos ( 6
votos a favor y 3 abstenciones).

El texto de este inciso quedó como sigue:
“a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la

expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente:
“ En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres
testigos  por  cada  parte,  salvo  que  el  tribunal,  a  petición  fundada  al
presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de
los testigos lo establecido en los artículos 358, 360 número 2, 373, 374, 376,
377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.

Por la letra b), la Comisión de Economía agrega en el
inciso cuarto, texto que encomienda las diligencias de inspección del tribunal,
absolución de posiciones y recepción de la prueba testimonial, al miembro
del Tribunal que en cada caso éste designe, después del punto aparte que
pasa a ser seguido, lo siguiente:

“  el  que  podrá  efectuar  las  preguntas  que  estime
convenientes, impedir que las declaraciones y las preguntas de las partes se
desvíen hacia aspectos irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las
objeciones que le fuesen formuladas.”.

Se aprobó, sin debate, por unanimidad, en los mismos
términos.

Por la letra c), la Comisión de Economía,  agrega tres
nuevos incisos - sexto, séptimo y octavo -,pasando a ser noveno el actual
sexto, del siguiente tenor:

“c)  Intercálanse los siguientes incisos sexto,  séptimo y
octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:

“ El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias
a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su
fidelidad.

La  prueba  instrumental  podrá  presentarse  hasta  diez
días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el
Tribunal  podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al  proceso o
confidencialidad  incluso  respecto  de  las  demás  partes,  de  aquellos
instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o
cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el
desenvolvimiento  competitivo  de  su  titular.  Los  instrumentos  que  tengan
carácter  reservado  o  confidencial  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal
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carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener
la reserva o confidencialidad de los mismos.

Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte,
el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del
proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión
pública  del  instrumento  para  que  las  otras  partes  ejerzan  su  derecho  a
objetarlo  u  observarlo.  Si  la  referida  versión  pública  es  insuficiente  como
antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y
por  resolución  fundada,  el  término  de  la  reserva  o  confidencialidad  del
instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  en  iguales
términos.

Número 10.- ( pasó a ser 12).

Modifica  el  artículo  26,  norma  que  se  refiere  a  las
menciones  que  deberá  tener  y  a   los  requisitos  que  deberá  llenar  la
sentencia.

La Comisión de Economía introduce dos modificaciones
a este artículo.

Por  la  letra  a),  reemplaza en  la  letra  c)  de  su  inciso
segundo, la expresión “veinte” por “treinta” y agrega, a continuación de la
frase “en la realización del mismo”, la siguiente oración, precedida de una
coma: “ sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 26 bis”.

La referida letra c) señala que en la sentencia definitiva,
el  Tribunal   podrá  aplicar  multas  a  beneficio  fiscal  hasta  por  veinte  mil
unidades tributarias anuales, la que podrá ser impuesta a la persona jurídica
correspondiente,  a  sus  directores,  administradores  y  a  toda  persona  que
haya intervenido en la  realización  del  acto  respectivo.  En el  caso de las
multas aplicadas a personas jurídicas, se establece solidariedad para el pago
de  la  multa  a  los  directores,  administradores  y  aquellos  que  se  hayan
beneficiado  del  acto  respectivo,  siempre  que  hubieren  participado  en  la
realización del mismo.

Los Diputados señores Eluchans y Cristián Monckeberg
presentaron una indicación para eliminar esta letra. 

Los Diputados señores Arenas y Eluchans sostuvieron
que el aumento de las multas era completamente arbitrario siendo que nunca
se había aplicado en el  país ni  siquiera el  máximo vigente, agregando el
primero que no creía que esta alza incentivara el mecanismo de la delación
compensada, porque la única pena que, de acuerdo al derecho comparado,
ha tenido efectos,  había sido la  pena de cárcel,  tal  como sucede en los
Estados Unidos.

Los representantes del Ejecutivo sostuvieron que el alza
se justificaba porque había ilícitos de tal entidad que no alcanzaban a ser
compensados  con  el  máximo  vigente.  Estimaban  que  una  sanción  alta,
estimularía la concreción del mecanismo de la delación compensada como
también que no existía riesgo en la aplicación del monto máximo, toda vez
que es el Tribunal el que determina el monto final.

El Diputado señor Bustos se manifestó de acuerdo con el
alza del  máximo de la  multa  por  el  aspecto simbólico que envuelve toda
sanción, lo que permitía manifestar algo, dar una determinada señal. Creía,
asimismo, que tendría efectos positivos en la delación compensada porque
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para la persona a quien se le va a rebajar la sanción, resulta importante
saber  que  el  monto  máximo  puede  llegar  hasta  las  treinta  mil  unidades
tributarias anuales.

El Diputado señor Burgos estuvo en contra de aumentar
el máximo de la multa, por cuanto no creía en las señales que podrían dar
las penas y si el Tribunal había estado muy lejos de aplicar el actual máximo,
no veía justificación para subirla en un tramo tan elevado.

El  Diputado  señor  Ceroni  creyó  positivo  el  aumento,
recordando que lo que  se  pretendía  era  velar  por  la  libre  competencia,
frente a una situación en que cada vez se daban figuras más complejas que
atentaban contra dicha libertad.

Por ultimo, ante la prevención del Diputado señor Arenas
en el sentido de que las sanciones del proyecto alcanzarían no sólo a los
grandes  empresarios  sino  también  a  los  pequeños  y  medianos,  los
representantes del Ejecutivo  expresaron que el Tribunal, al aplicar la multa,
tenía  en  consideración,  entre  otros  factores,  la  capacidad  económica  del
infractor, parámetro que recogió el Diputado señor Bustos, proponiendo se lo
agregará entre los que debe considerar el juez al aplicar dicha sanción.

Cerrado finalmente el debate, la Comisión rechazó, por
mayoría de votos, la indicación, aprobando por igual quórum la letra a) y
acogiendo la proposición del Diputado señor Bustos, la que se refleja en la
letra siguiente.

Por  la  letra  b), la  Comisión  de Economía  modifica  el
inciso tercero, texto que señala los parámetros que se deben considerar para
la aplicación de las multas, señalando que, para ello, se considerarán, entre
otras,  las  siguientes  circunstancias:  el  beneficio  económico  obtenido  con
motivo de la infracción, la gravedad de la conducta y la calidad de reincidente
del infractor.

La  modificación  consiste  en  agregar  después  de  la
palabra “conducta” , la siguiente oración, precedida de una coma: el daño
causado a la libre competencia”, proposición que se aprobó sin debate, por
unanimidad, agregando a ello la frase acordada respecto de la letra anterior,
es decir, la capacidad económica del infractor.

Esta letra quedó como sigue:
“b)  Agrégase,  en  su  inciso  tercero,  a  continuación  del

término “conducta”, precedidas de una coma (,), las siguientes expresiones:
“el  daño  causado  a  la  libre  competencia,  la  capacidad  económica  del
infractor y la calidad de reincidente del mismo.”.

Número 11.- ( se suprime)

La Comisión de Economía propuso agregar el siguiente
artículo 26 bis, nuevo:

“Artículo 26 bis.- El tribunal deberá reducir, o eximir en
casos calificados, el monto de la multa que le aplique en forma individual, a
quien  haya  revelado  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica,  hechos  que
configuran  una  conducta  prevista  en  la  letra  a)  del  artículo  3°  o  que  la
acreditan,  mediante  el  suministro  de  informaciones  precisas,  verídicas  y
comprobables  que  conduzcan  a  la  determinación  de  los  demás
responsables, o sirvan para prevenir o impedir su ejecución.

El tribunal se pronunciará en la sentencia definitiva sobre
la eficacia de la revelación aportada.
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En  el  caso  que  la  Fiscalía  Nacional  Económica  haya
recibido en una investigación declaraciones y antecedentes proporcionados
de  acuerdo  al  inciso  primero,  deberá  solicitar  en  el  requerimiento,  la
reducción de la multa que estime adecuada o su exención, conforme a la
eficacia  que  las  declaraciones  y  antecedentes  proporcionen  a  la
investigación,  la  oportunidad  en  que  se  aportaron  y  que  emanen  de  un
partícipe en la conducta que no sea su promotor. En todo caso, el tribunal
podrá imponer una multa mayor a la propuesta si del mérito de la prueba
aportada al proceso, se comprobare que las circunstancias y efectos de la
conducta son más graves que las determinadas en el requerimiento.

Las declaraciones y antecedentes aportados conforme a
este artículo, tendrán carácter secreto desde que se den o entreguen a la
Fiscalía  Nacional  Económica,  la  que  deberá  formar  un  expediente
administrativo especial y separado con tales declaraciones y antecedentes,
al cual sólo tendrá acceso el tribunal.

Los afectados tendrán acceso únicamente a las piezas
pertinentes de este cuaderno, cuando tales declaraciones o antecedentes se
hagan  valer  en  su  contra  por  la  Fiscalía  Nacional  Económica,  o  sean
calificados  como  hechos  a  acreditar  en  los  puntos  de  prueba  o  en  una
medida para mejor resolver decretada por el tribunal.

Una instrucción de carácter general del tribunal precisará
y desarrollará la aplicación de este beneficio y los criterios en virtud de los
cuales se calificará la eficacia de las revelaciones aportadas.”.

Como  consecuencia  de  presentar  el  Ejecutivo  una
indicación sustitutiva, para tratar el tema de la delación compensada en el
Título  III,  referente  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica,  se  suprimió  este
número. 

Número 12.- (se suprime).

Agrega  un  inciso  final  en  el  artículo  30,  norma  que
dispone  que  la  acción  de  indemnización  de  perjuicios  a  que  de  lugar  la
dictación de la sentencia por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia
una  vez  ejecutoriada,  deberá  interponerse  ante  el  tribunal  civil  que  sea
competente, conforme a las reglas del procedimiento sumario. Este tribunal
deberá fundar  su fallo  en las conductas,  hechos y calificación jurídica de
tales  hechos, establecidos en la sentencia del Tribunal de Defensa de la
Libre Competencia.

La Comisión de Economía propone agregar el siguiente
inciso final:

“ El beneficiado por el Tribunal de Defensa de la Libre
Competencia,  de  acuerdo  a  lo  señalado  en  el  artículo  26  bis,  será
responsable únicamente de los perjuicios causados por su conducta y no se
le aplicará lo dispuesto en el artículo 2317 del Código Civil. ( responsabilidad
solidaria).

Al igual que en el caso anterior, siendo este inciso una
consecuencia  del  mecanismo  de  la  delación  compensada,  la  indicación
sustitutiva presentada por el Ejecutivo significó la supresión de este número.

Número nuevo.- (pasó a ser 13).

Modifica  el  artículo  31,  disposición  que  señala  el
procedimiento para hacer efectivas las atribuciones del Tribunal de Defensa
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de la Libre Competencia, específicamente, la de conocer de los asuntos no
contenciosos que puedan infringir las disposiciones de la ley y la de dictar
instrucciones de carácter general, las que deberán ser consideradas por los
particulares en los actos o contratos que celebren y que tengan que ver o
que puedan atentar contra la libre competencia.

El procedimiento consiste en publicar en el Diario Oficial
y  en  un  diario  de  circulación  nacional,  el  inicio  del  mismo,  debiendo
notificarse a la Fiscalía Nacional Económica, a las autoridades directamente
concernidas y a los agentes económicos que,  a juicio del  Tribunal,  estén
relacionados  con  la  materia,  para  que  en  un  plazo  de  quince  días  tales
agentes y quienes tengan un interés legítimo puedan aportar antecedentes.
El número 2 de este artículo señala que una vez vencido el plazo señalado,
el Tribunal deberá citar a una audiencia pública para dentro de treinta días
para  que quienes hubieren aportado antecedentes,  puedan manifestar  su
opinión. El Tribunal deberá arbitrar las medidas necesarias para que todos
los intervinientes puedan imponerse del expediente.

El Ejecutivo presentó una indicación para agregar al final
de este número, lo siguiente:

“  Los  intervinientes  en  este  proceso  podrán  adjuntar
nuevos instrumentos al expediente hasta diez días antes de la fecha fijada
por el Tribunal para la audiencia pública.”.

Ante la consulta formulada por la Diputada señora Soto
acerca  de  que  a  partir  de  cuando  comienza  a  correr  el  plazo,  los
representantes del Ejecutivo señalaron que lo normal era que dicha fecha se
fijara con un mes de anticipación, pero lo que ocurría era que alguna de las
partes llegaba siempre con varios documentos un día antes de la realización
de  la  audiencia,  dificultando  la  posibilidad  de  que  la  otra  parte  pudiera
estudiarlos.

La Comisión acogió por unanimidad la indicación sin más
correcciones que las planteadas por el Diputado señor Bustos en el sentido
de sustituir la expresión “proceso” por “procedimiento” y eliminar el término
“expediente”, como también la del Diputado señor Eluchans que señaló que
lo lógico era uniformar los plazos ya que el mismo artículo 31 emplea los
términos de días hábiles.

El texto de este número quedó como sigue:
“13.-  Agrégase  en  el  número  2)  del  artículo  31,

sustituyendo el punto aparte por un punto seguido, el siguiente párrafo: “ los
intervinientes  en este  procedimiento  podrán adjuntar  nuevos instrumentos
hasta diez hábiles antes de la fecha fijada por el Tribunal para la audiencia
pública.”.

Número nuevo.- ( pasó a ser 14 )

Los  Diputados  señores  Cristián  y  Nicolás  Monckeberg
presentaron una indicación para modificar el artículo 33, norma que señala
que la Fiscalía Nacional Económica es un servicio público descentralizado,
con personalidad jurídica y patrimonio, sometido a la supervigilancia del Jefe
del  Estado  por  medio  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y
Reconstrucción. Su inciso segundo agrega que tendrá su sede en Santiago y
que  estará  a  cargo  de  un  funcionario  denominado  Fiscal  Nacional
Económico,  que  será  de  la  exclusiva  confianza  del  Presidente  de  la
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República,  será  el  jefe  superior  del  servicio  y  lo  representará  judicial  y
extrajudicialmente.

La indicación modifica el inciso segundo para sustituir la
frase  “  de  la  exclusiva  confianza  del  Presidente  de  la  República”  por  la
siguiente: “ nombrado por el Presidente de la República, a partir de una quina
propuesta por  el  Consejo del  Banco Central  de Chile,  nombramiento que
deberá ser ratificado por el Senado con acuerdo de las tres quintas partes de
los miembros en ejercicio, convocado en sesión especial para el efecto.”.

Justificaron  los  parlamentarios  su  indicación  en  la
conveniencia que el  Fiscal  Nacional  Económico tuviera independencia del
Ejecutivo y no fuera de su exclusiva confianza ya que ello significa que su
cargo depende de la voluntad presidencial. Creían que lo más conveniente
sería aplicarle para su nombramiento y remoción  las mismas reglas que
para el Fiscal Nacional del Ministerio Público.

El Ejecutivo, recogiendo en parte los planteamientos de
los  Diputados,  presentó  una  nueva  indicación  para  sustituir  los  incisos
segundo y tercero del artículo 33, por los siguientes:

“  La  Fiscalía  Nacional  Económica  tendrá  su  sede  en
Santiago.  Estará  a  cargo  de  un  funcionario  denominado  Fiscal  Nacional
Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante
el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3°
del Título VI de la ley N° 19.882. Durará tres años en su cargo, pudiendo
renovarse su nombramiento por una sola vez. Al término del primer período
trienal,  el  Presidente  de  la  República  podrá,  previa  evaluación  de  su
desempeño, resolver la prórroga de su nombramiento por igual  período o
bien disponer se inicie el proceso de selección correspondiente.

El Fiscal  Nacional  Económico cesará en sus funciones
por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación;
b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la

República;
c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio

de sus funciones;
d) Incapacidad
La remoción por las causales señaladas en las letras c) y

d)  precedentes  será  dispuesta  por  el  Presidente  de  la  República,  con  el
informe favorable del Consejo de Alta Dirección Pública establecido por la ley
N°  19.882,  adoptado  a  requerimiento  del  mismo  Ministro  de  Economía,
Fomento y Reconstrucción, por cuatro de sus cinco miembros.

Al  Fiscal  Nacional  Económico le  corresponderá ejercer
tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del
servicio.

Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a
la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez
años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.

Explicaron los representantes del Ejecutivo la indicación
en  el  sentido  de  que  la  Fiscalía  se  mantenía  como  un  servicio  público
descentralizado dentro de los marcos de la Administración del Estado y, en
consecuencia,  se  mantiene  el  Fiscal  como  funcionario  de  la  exclusiva
confianza presidencial, pero designado de acuerdo a las normas de la Alta
Dirección Pública. Agregaron que respecto a la remoción de este funcionario
se incorporaba una importante modificación, cual era la de hacerle aplicable

28



dos causales objetivas, equivalentes a las que pueden aplicarse en contra
del  Fiscal  Nacional  del  Ministerio  Público,  como eran la  incapacidad y la
negligencia  manifiesta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  En  tales  casos,
correspondería  al  Ministro  de  Economía  requerir  el  informe favorable  del
Consejo de la Alta Dirección Pública y si éste aprobaba la remoción por las
cuatro quintas partes de sus integrantes, el Jefe del Estado podría disponer
su salida del cargo. Igualmente, duraría tres años en el cargo, pudiendo ser
nombrado para un nuevo período previa evaluación de su comportamiento.

Los Diputados señores Arenas y Nicolás Monckeberg si
bien consideraron que la indicación constituía un avance en relación a la
norma actual, agregaron que les parecía que no se garantizaba debidamente
la  independencia  de  este  funcionario,  toda  vez  que  seguía  siendo  de  la
confianza  presidencial  y  la  prórroga  de  su  mandato  requeriría
necesariamente una evaluación arbitraria. Creían más aceptable un período
de seis años y que debería agregarse la otra causal que contemplaba la ley
orgánica del Ministerio Público respecto del Fiscal Nacional, cual era el mal
comportamiento en el desempeño de sus funciones. Por último, tampoco se
contemplaba  la  posibilidad  de  que  un  tercero  ajeno  al  Ejecutivo  pudiera
intentar la remoción del Fiscal.

El  Diputado  señor  Eluchans  sostuvo  que  no  se
garantizaba lo suficiente la independencia de este funcionario. A su parecer,
debería extenderse su período por seis años, sin posibilidad de designación
para  un  nuevo  período  y  su  remoción  acordarla  el  Consejo  de  la  Alta
Dirección Pública a requerimiento del Jefe del Estado o de la Cámara de
Diputados o de diez de sus miembros.

Los Diputados señora Soto y señores Bustos y Ceroni
consideraron muy breve el plazo de tres años ya que ello no garantizaría la
independencia  e inamovilidad del  funcionario  en  el  ejercicio  de su  cargo,
como  tampoco  creían  correcto  que  únicamente  el  Ministro  de  Economía
pudiera requerir la remoción.

El Diputado señor Burgos no coincidió con el rol que se
le entregaba en este caso al Consejo de la Alta Dirección Pública, ya que no
decía relación con el papel que se había concebido para él al momento de su
creación. Creía más lógico que fuera otro organismo el que participara en el
nombramiento.  Por  otra  parte,  observaba  que  la  solución  dada  por  el
Ejecutivo podría llevar a situaciones absurdas como sería que el  Jefe del
Estado  creyera  necesario  destituir  a  este  funcionario  pero  el  Ministro  de
Economía no obtuviera la votación necesaria del Consejo de la Alta Dirección
Pública.

Finalmente, los representantes del Ejecutivo sostuvieron
que  no  les  parecía  posible  cambiar  la  naturaleza  jurídica  de  la  Fiscalía
Nacional  Económica, de tal  manera que dejara de ser un servicio público
descentralizado que forma parte integral de la Administración Pública. Por
ello, su remoción no podría asimilarse a la de un ente autónomo como lo es
el  Fiscal Nacional del Ministerio Público.

Cerrado finalmente el debate, se aprobó la indicación del
Ejecutivo  por  mayoría  de  votos,  rechazándose  por  igual  quórum  la
proposición parlamentaria.

Número 13.- ( pasó a ser 15).

Modifica el artículo 39, norma que señala que el Fiscal
Nacional Económico es independiente de todas las autoridades y tribunales
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ante  los  cuales  actúe,  pudiendo  defender  los  intereses  que  le  están
encomendados en la forma que estime arreglada a derecho.

Su inciso segundo enumera las atribuciones y deberes
del Fiscal Nacional Económico.

La  Comisión  de  Economía  propone  las  siguientes
modificaciones al inciso segundo de este artículo:

Por su letra a) agrega en el inciso primero de la letra a)
de este artículo,  después de la palabra “afectado”,  las expresiones “  y al
tribunal”.

Esta letra  señala que corresponde al Fiscal instruir las
investigaciones que estime procedentes para comprobar las infracciones a
esta ley, dando noticia de su inicio al afectado.

Por su letra b), agrega un nuevo inciso tercero a la letra
a) del siguiente tenor:

“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer
de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas del expediente sean
reservadas  o  confidenciales,  siempre  que  tengan  por  objeto  proteger  a
identidad de testigos o de quienes hayan efectuado declaraciones o aportado
antecedentes en conformidad al artículo 26 bis, o que contengan fórmulas,
estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación
pueda  afectar  significativamente  el  desenvolvimiento  competitivo  de  su
titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.

Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y
previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o
que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no
se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias
que  pudieren  revelar  las  identidades  u  objetos  de  protección  aludidos
precedentemente.”.

Por su letra c), suprime en la letra b) lo siguiente “, que
se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo”.

Esta letra encomienda al  Fiscal  actuar  como parte,  en
representación  del  interés  general  económico  de  la  colectividad,  ante  el
Tribunal  de Defensa de la  Libre Competencia y  los tribunales de justicia.
Exceptúanse las investigaciones criminales y causas de esa naturaleza, que
se rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo.

Por su letra d), intercala en la letra l), a continuación de
la  expresión  “entendimiento”  lo  siguiente:  “  con otros  servicios  públicos  y
universidades,  en  materias  de  cooperación  recíproca.  Asimismo,  celebrar
convenios “.

Esta  letra  permite  al  Fiscal  celebrar  convenios  o
memorando de entendimiento con agencias u otros organismos extranjeros
que tengan por objeto promover o defender la libre competencia.

Por su letra e), introduce modificaciones de puntuación
a  la  letra  m)  para  permitir  la  agregación  de  cuatro  nueva  letras  a  este
artículo.

Por  su  letra  f),  agrega  las  siguientes  nuevas  letras,
pasando a ser r) la actual letra n):

  “n)Realizar estudios sobre la evolución competitiva de
los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las
letras g) y h) de este artículo.

    o)  Realizar  indagaciones  preliminares  sobre
eventuales infracciones en la  ley u operaciones que pudieren restringir  la
competencia que no impliquen necesariamente el inicio de una investigación,
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en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g), h) y j)
de este artículo.

     p)  Formular  una  vez  iniciada  una  investigación,
recomendaciones  a  particulares  u  organismos  públicos  para  que  se
abstengan  de  ejecutar  un  hecho  o  celebrar  un  acto  o  contrato  bajo
apercibimiento de interponer un requerimiento en su contra.

     q)  Solicitar  al  tribunal  siempre  que  exista  motivo
fundado  para  presumir  que  el  investigado  no  entregará  antecedentes
atingentes a la investigación, autorización para que Carabineros o la Policía
de Investigaciones, bajo la dirección del funcionario de la Fiscalía Nacional
Económica  que  indique  la  petición,  proceda  a  entrar,  registrar,  allanar  y
descerrajar recintos públicos o privados e incautar toda clase de objetos y
documentos que permitan acreditar la existencia de un ilícito previsto en esta
ley. En el caso de investigaciones orientadas a acreditar conductas de las
descritas  en la  letra  a)  del  artículo  3°,  podrá  solicitar,  adicionalmente,  se
autorice la interceptación de toda clase de comunicaciones y se ordene que
cualquier empresa que preste este servicio facilite copias y registros de las
comunicaciones transmitidas o recibidas por ella, y”.

El Ejecutivo presentó una indicación para introducir las
siguientes modificaciones a este número:

1.- Suprimió la letra a).
2.- Modificó la letra f)
3.- Alteró el orden de las letras establecidos en la letra f),

pasando la actual o) a ser ñ) y la actual p) a ser o).
4.  Sustituyó  la  actual  q),  que  pasó  a  ser  p),  por  la

siguiente:
“  p)  En  casos  graves  y  calificados  de  investigaciones

orientadas acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°,
solicitar, mediante petición fundada, autorización al Ministro de la Corte de
Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la
Policía  de Investigaciones,  bajo la  dirección del  funcionario  de la Fiscalía
Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:

    p.1) Entrar a recintos públicos y privados  y, si fuere
necesario, allanar y descerrajar;

    p.2)  Registrar  e  incautar  toda  clase  de  objetos  y
documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción.

    p.3)  Autorizar  la  interceptación  de  toda  clase  de
comunicaciones, y 

    p.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios
de comunicaciones,  que facilite  copias  y  registros  de las  comunicaciones
transmitidas o recibidas por ella.

El  ejercicio  de  las  facultades  conferidas  en  el  inciso
anterior , deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los
artículos 205, 207, 208, 210,  212 a 214, 216 a 219 y 221 a 225 del Código
Procesal Penal.”.

La Comisión, sin mayor debate, procedió a aprobar por
unanimidad  esta  indicación,  sin  otra  diferencia  que  la  propuesta  por  el
Diputado señor Burgos en el sentido de reemplazar en la letra p) la expresión
“orientadas” por ”destinadas”.

En  este  mismo  número  13,  el  Ejecutivo  presentó  una
segunda indicación para modificar el actual inciso segundo del artículo 39 en
el siguiente sentido:
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1.- En la letra f), sustituyó el punto y coma por una coma
y agregó a continuación de ésta el siguiente párrafo:

 Como asimismo, a proporcionar los antecedentes que
obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico les requiera, aún
cuando  dichos  antecedentes  se  encuentren  calificados  como  secretos  o
reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso este último en que
se requerirá la autorización previa del Tribunal.”. 

 2.- Agregó dos nuevas letras q) y r), pasando la actual n)
a ser s): 

“q)  Suscribir  acuerdos  extrajudiciales  con  los  agentes
económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la
libre competencia en los mercados.

       El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  las  partes  comparecientes  al  acuerdo.  El
Tribunal  deberá  aprobar  o  rechazar  el  acuerdo  en  un  plazo  máximo  de
quince  días  hábiles,  contados  desde  la  fecha  de  la  audiencia.  Estas
resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que
comparecieron  al  acuerdo  y  en  su  contra  sólo  procederá  el  recurso  de
reposición;

r)  Adoptar,  previa  autorización  del  Tribunal,  medidas
preventivas tendientes a incrementar la transparencia en los mercados.

El  Tribunal  tomará conocimiento  de  la  medida en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  la  Fiscalía  y  de  la  parte  que  lo  solicite.  El
Tribunal deberá aprobar o rechazar la medida en un plazo máximo de quince
días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones
una  vez  ejecutoriadas  serán  vinculantes  para  los  agentes  económicos
referidos en ellas y en su contra sólo procederá el recurso de reposición. “.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que la nueva
letra  q)  pretendía  desjudializar  algunos  casos  de  competencia,  es  decir,
permitir  llegar  a  acuerdos  extrajudiciales  en  términos  similares  a  las
soluciones alternativas a que puede llegar el  Ministerio  Público,  contando
siempre con autorización del Tribunal. La letra r) llenaba un vació dejado por
la  anterior  legislación  sobre  la  materia,  en  que  la  entonces  Comisión
Preventiva  formulaba  prevenciones  para  orientar  a  los  particulares  en  su
accionar  en  los  mercados.  Este  permitía  establecer  medidas  pro
transparencia  sin  necesidad  de  llegar  a  un  juicio.  Ante  una  consulta  del
Diputado señor Cardemil precisaron que las medidas están calificadas por el
objetivo que pretenden y que no es otro que mejorar la transparencia en los
mercados.  No  habría  detalle  de  ellas  y  siempre podría  recurrirse  ante  el
Tribunal por la vía de la reposición.

Ante  las  observaciones  de  que  se  trataría  de  un
procedimiento  un  tanto  arbitrario,  hicieron  presente  que  se  aplicaba  un
mecanismo  muy  similar  al  de  las  antiguas  Comisiones  Preventiva  y
Resolutiva,  consistente  en  que  la  fiscalía  de  entonces  efectuaba  una
investigación e informaba de ello a la Comisión Preventiva. Ésta, a su vez,
emitía un dictamen el que era recurrible para ante la Comisión Resolutiva.

Los Diputados señores Burgos y Araya fueron partidarios
de  buscar  una  fórmula  que  permitiera  una  mayor  bilateralidad  y  que
permitiera escuchar a las partes que lo soliciten y a los demás involucrados.
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Cerrado  el  debate,  se  aprobó  la  indicación  por
unanimidad sin otra modificación que la de agregar en el segundo párrafo de
la letra r), después de la palabra “Fiscalía” los términos “ y de la parte que lo
solicite”.

El  Diputado  señor  Eluchans  presentó  una  nueva
indicación para agregar al  final de la letra o) del texto de la Comisión de
Economía,  la  que  se  refiere  a  la  facultad  de  la  Fiscalía  de  efectuar
indagaciones  preliminares  sobre  eventuales  infracciones  a  la  ley  que
pudieren  restringir  la  competencia,  sin  que  ello  implique  el  inicio  de  una
investigación, la frase “todo ello previa notificación al indagado”, la que fue
aprobada por unanimidad, recordando los representantes del Ejecutivo que
dadas las facultades que se concedían a la Fiscalía para solicitar al Tribunal
no noticiar  al  afectado de la  investigación  cuando ello  pudiere  afectar  su
éxito,  la  proposición  no  daba  lugar  al  riesgo  de  que  se  desbaratara  la
investigación.

El mismo Diputado señor Eluchans presentó una última
indicación a la letra p) del texto de la Comisión de Economía , que se refiere
a  la  facultad  del  Fiscal  de  formular,  una  vez  iniciada  una  investigación,
recomendaciones a  particulares  u  organismos para  que se  abstengan de
ejecutar un hecho o celebrar un contrato, bajo el apercibimiento de interponer
un requerimiento en su contra, consistente en intercalar entre las palabras
“investigación”  y  recomendaciones”  lo  siguiente:  y  previa  autorización  del
Tribunal,  en  un  procedimiento  sumario  que  el  mismo  Tribunal  fijará,  sin
necesidad de dar traslado al afectado “.

Fundó el Diputado su indicación en el sentido de que lo
correcto es que no quede ello a la sola voluntad del Fiscal sino que deba
también  el  Tribunal  involucrarse  en  la  decisión,  opinión  que  apoyó  el
Diputado  señor  Arenas  toda  vez  que  la  recomendación  se  hacía  bajo
apercibimiento de iniciar un requerimiento.

El Diputado señor Ceroni señaló que se trataba sólo del
ejercicio  de  una  atribución  de  la  Fiscalía,  una  recomendación  que  no
afectaba  derecho  alguno,  por  lo  que  no  veía  razón  para  involucrar  al
Tribunal.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  esta
norma era solamente una recomendación no vinculante, el afectado podría
aceptarla o no. Creían que la intervención del Tribunal era más propia de la
fase del  requerimiento;  por  otra  parte,  la  autorización  del  Tribunal  podría
significar un pronunciamiento previo sobre algo que deberá luego entrar a
conocer, por lo que la estimaban prematura e inconducente.

Cerrado el debate, se rechazó la indicación por mayoría
de votos ( 5 votos en contra y 4 a favor).

El texto de este número quedó como sigue:
“15)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el

inciso segundo del artículo 39:
a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero

y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:
“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer

de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas del expediente sean
reservadas  o  confidenciales,  siempre  que  tengan  por  objeto  proteger  la
identidad  de  quienes  hayan  efectuado  declaraciones  o  aportado
antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas,
estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación
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pueda  afectar  significativamente  el  desenvolvimiento  competitivo  de  su
titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.

Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y
previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o
que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no
se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias
que  pudieren  revelar  las  identidades  u  objeto  de  protección  aludidos
precedentemente.

b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “ que se
rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo”, sustituyendo la coma que
las precede por un punto aparte.

c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y
coma  por  una  coma,  lo  siguiente:  “  como  asimismo,  a  proporcionar  los
antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico
les  requiera,  aún  cuando  dichos  antecedentes  se  encuentren  calificados
como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso
este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.

d)  Intercálase  en  la  letra  l),  a  continuación  de  la
expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”,lo siguiente
“con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación
recíproca. Asimismo, celebrar convenios “.

e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma y la letra “y”
que la sigue, por un punto y coma.

f)  Intercálanse  a  continuación  de  la  letra  m),  las
siguientes letras n), ñ), o), p), q) y r),  nuevas, pasando la actual n) a ser s):

  “ n) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de
los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las
letras g) y h) de este artículo;

     ñ)  Realizar  indagaciones  preliminares  sobre
eventuales infracciones en la  ley u operaciones que pudieren restringir  la
competencia que no impliquen necesariamente el inicio de una investigación,
en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g), h) y j)
de este artículo, todo ello previa notificación al indagado;

     o)  Formular,  una  vez  iniciada  una  investigación,
recomendaciones  a  particulares  u  organismos  públicos  para  que  se
abstengan  de  ejecutar  un  hecho  o  celebrar  un  acto  o  contrato  bajo
apercibimiento de interponer un requerimiento en su contra;

….p)  En casos graves y calificados de investigaciones
destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°,
solicitar, mediante petición fundada, autorización al Ministro de la Corte de
Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la
Policía  de Investigaciones,  bajo la  dirección del  funcionario  de la Fiscalía
Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:
                                     p.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere
necesario, a allanar y descerrajar;
                                     p.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y
documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;
                                     p.3) Autorizar la interceptación de toda clase de
comunicaciones, y

     p.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios
de comunicaciones,  que facilite  copias  y  registros  de las  comunicaciones
transmitidas o recibidas por ella.
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     El ejercicio de las facultades conferidas en el inciso
anterior, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los
artículos 205, 207, 208, 210, 212 a 214, 216 a 219 y 221 a 225 del Código
Procesal Penal;

      q) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes
económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la
libre competencia en los mercados.

       El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  las  partes  comparecientes  al  acuerdo.  El
Tribunal  deberá  aprobar  o  rechazar  el  acuerdo  en  un  plazo  máximo  de
quince  días  hábiles,  contados  desde  la  fecha  de  la  audiencia.  Estas
resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que
comparecieron  al  acuerdo  y  en  su  contra  sólo  procederá  el  recurso  de
reposición;

r)  Adoptar,  previa  autorización  del  Tribunal,  medidas
preventivas tendientes a incrementar la transparencia en los mercados.

El  Tribunal  tomará conocimiento  de  la  medida en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  la  Fiscalía  y  de  la  parte  que  lo  solicite.  El
Tribunal deberá aprobar o rechazar la medida en un plazo máximo de quince
días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones
una  vez  ejecutoriadas  serán  vinculantes  para  los  agentes  económicos
referidos en ellas y en su contra sólo procederá el recurso de reposición. “.

Número nuevo.- ( pasó a ser 16).

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación   para  agregar  el
siguiente artículo 39 bis, en reemplazo del artículo 26 bis propuesto por la
Comisión de Economía en el número 11 de su texto: “ 

“Artículo  39  bis.-  En  el  caso  que  la  Fiscalía
Nacional  Económica  haya  recibido  antecedentes  que  conduzcan  a  la
acreditación de una conducta prevista en la letra a) del artículo 3° y a la
determinación  de  los  responsables,  podrá  solicitar  en  el  requerimiento  la
reducción de la  multa  que estime adecuada o su exención a quien haya
proporcionado esos antecedentes.

Para  acceder  a  los  beneficios  señalados  en  el
inciso anterior se deberán cumplir las siguientes condiciones:

1.  Que  la  Fiscalía  Nacional  Económica  no
disponga  de  elementos  de  prueba  suficientes  para  acreditar  la  conducta
descrita en la letra a) del artículo 3°.

2.  Que  el  solicitante  coopere  completa,
permanente y diligentemente durante toda la investigación desarrollada ante
la Fiscalía, para lo cual deberá:

a) Proporcionar inmediatamente a la Fiscalía toda
la información y elementos de  prueba pertinentes que tenga a su disposición
en relación con el presunto ilícito.

b)  Ponerse  a  disposición  de  la  Fiscalía  para
responder  con  prontitud  a  todo  requerimiento  que  pueda  contribuir  al
esclarecimiento de los hechos;
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c)  Instar  porque  los  empleados  y  directivos  del
solicitante estén disponibles para entrevistarse con la Fiscalía;

d)  Abstenerse  de  destruir,  falsificar  u  ocultar
información o elementos de prueba pertinentes relativos al presunto ilícito; y

e) Abstenerse de divulgar el hecho o el contenido
de  su  solicitud  hasta  que  la  Fiscalía  haya  formulado  el  requerimiento  u
ordene archivar los antecedentes de la solicitud;

3. Que el solicitante ponga fin a su participación en
el presunto acuerdo o práctica concertada prevista en la letra a) del artículo
3° inmediatamente después de presentar su solicitud, salvo que la Fiscalía
decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de
la investigación del supuesto ilícito.

Sólo podrá acceder a la exención de la multa el
solicitante  de  este  beneficio  que  primero  aporte  todos  los  antecedentes
señalados  en  el  inciso  anterior.  En  caso  que  este  primer  aportante  de
información  no  acompañe  todos  los  antecedentes  señalados
precedentemente, sólo podrá acceder a una reducción de la multa, para lo
cual  la Fiscalía ponderará la precisión, veracidad y comprobabilidad de la
información aportada, la eficacia que dichos antecedentes proporcionen a la
investigación y la oportunidad en que se aportaron.

Los  restantes  partícipes  sólo  podrán  solicitar
reducción de la multa en la medida que su cooperación aporte elementos
adicionales a los entregados por el  partícipe que primero colaboró con la
Fiscalía. Para estos efectos, la Fiscalía ponderará los elementos señalados
en el inciso anterior.

Si  el  Tribunal,  en  su  sentencia,  diere  por
acreditada la comisión de una conducta descrita en la letra a) del artículo 3°,
no  podrá  aplicar  una  multa  mayor  a  la  solicitada  por  el  Fiscal  Nacional
Económico en su requerimiento, respecto de aquellas personas que le hayan
revelado  informaciones  que  conduzcan  a  la  determinación  de  los
responsables, de conformidad con lo dispuesto en los incisos anteriores.

Las  declaraciones  y  antecedentes  aportados
conforme  a  este  artículo,  tendrán  carácter  secreto  desde  que  se  den  o
entreguen  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica,  la  que  deberá  formar  un
expediente  administrativo  especial  y  separado  con  tales  declaraciones  y
antecedentes, al cual sólo tendrá acceso el Tribunal.

Los afectados  tendrán acceso  únicamente  a  las
piezas  pertinentes  de  este  cuaderno,  cuando  tales  declaraciones  o
antecedentes  se  hagan  valer  en  su  contra  por  la  Fiscalía  Nacional
Económica, o sean calificados como hechos a acreditar en los puntos de
prueba o en una medida para mejor resolver decretada por el Tribunal".

Los  representantes  del  Ejecutivo  explicaron  la
indicación señalando que con ella se recogía la principal observación que se
había hecho en el sentido de que fuera la Fiscalía, y no el Tribunal, quien
calificara la suficiencia de la información. Asimismo, se había pretendido dar
más precisión a los términos empleados en la proposición, a fin de reducir la
incertidumbre que pudiera afectar al delator, acerca de si cumple o no con
las  condiciones  para  acceder  a  los  beneficios.  Estimaban  que  si  bien  la
Fiscalía podría tener una valoración distinta a la que daba el delator a los
antecedentes  que  proporcionara  y,  por  tanto,  no  concediera  los  mismos
beneficios a que éste se creyera acreedor, siempre sería un aliciente para
que  la  institución  operara,  lo  que  estaría  en  directa  relación  con  la
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generosidad del premio. Igualmente, aumentaría también el riesgo para los
carteles de que uno de sus integrantes los denunciara. Por ello, pensaban
que el potencial de la institución en su función preventiva y sancionatoria en
materia de libre competencia, parecía muy importante.

El  Diputado  señor  Cardemil  observó  que  la
institución,  a  diferencia  de  otros  casos  en  que  solamente  atenuaba  la
responsabilidad, servía para eximirse de ella, característica que le parecía
preocupante.

El Diputado señor Ceroni estimó muy elevado el
nivel de exigencias para que operara la institución, lo que le hacía pensar
que  no  sería  un  incentivo  suficiente  para  posibles  delatores  quienes  no
tendrían seguridad acerca de poder acceder a sus beneficios. 

El Diputado señor Bustos estimó que si  bien los
requisitos  exigidos  correspondían  a  un  catálogo  cerrado  que  debería
cumplirse en su integridad, no le parecía tan clara la numeración efectuada
en el número 2, especialmente en la letra c), la que parecía poco práctica
porque, evidentemente, un subalterno que estuviera enterado de actuaciones
contrarias a la libre competencia, difícilmente podría instar a los directivos
para entrevistarse con la Fiscalía.

La Diputada señora Soto señaló que los ejemplos
señalados  en  las  letras  c)  y  d)  del  número  2  correspondían  a  figuras
delictuales que necesariamente debieran perseguirse.

El  Diputado  señor  Burgos  estimó  demasiado
farragosa la proposición, la que lejos de descomplicar el tema, pensaba que,
en  la  práctica,  lo  complicaría  aun  más.  Recordó  que  las  experiencias
nacionales sobre la materia, se concebían en términos más generales y más
abiertos a la interpretación. Pensaba que el exceso de requisitos copulativos
podría  ser  la  consecuencia  de  que  el  premio  podía  llegar  incluso  a  la
exención.  Creía  más conveniente  establecer  una norma de  carácter  más
general, con menos requisitos, que contemplara una rebaja sustancial de la
sanción sin llegar a la exención.

Como  consecuencia  de  todo  este  debate,  el
Ejecutivo presentó una nueva indicación sustitutiva del siguiente tenor:

“Artículo  39  bis.-  El  que  ejecute  una  conducta
prevista  en  la  letra  a)  del  artículo  3°  podrá  acceder  a  una  reducción  o
exención  de  la  multa  cuando  aporte  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica
antecedentes  que  conduzcan  a  la  acreditación  de  dicha  conducta  y  a  la
determinación de los responsables.

Para acceder a uno de esto beneficios, el ejecutor
de la conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:

1.- Proporcionar antecedentes precisos, veraces y
comprobables  que  representen  un  aporte  efectivo  a  la  constitución  de
elementos  de  prueba  suficientes  para  fundar  un  requerimiento  ante  el
Tribunal;

2.-  Abstenerse  de  divulgar  la  solicitud  de  estos
beneficios hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene
archivar los antecedentes de la solicitud, y

3.-  Poner  fin  a  su  participación  en  la  conducta
inmediatamente  después  de  presentar  su  solicitud,  salvo  que  la  Fiscalía
decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de
la investigación.
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Para acceder a la exención de la multa, además
de cumplir  los requisitos señalados en el  inciso anterior,  el  ejecutor de la
conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía,
dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.

Para acceder a una reducción de la multa, además
de cumplir los requisitos señalados en el inciso segundo, el ejecutor de la
conducta  deberá  aportar  antecedentes  adicionales  a  los  presentados  por
quien  primero  acompañó  antecedentes  a  la  Fiscalía  en  virtud  de  este
artículo.  En todo caso,  la  rebaja  de la  multa  que solicite  el  Fiscal  en  su
requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada
para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los
beneficios de este artículo.

En  su  requerimiento  el  Fiscal  individualizará  a
cada ejecutor  de  la  conducta  que cumplió  los  requisitos  para  acceder  al
beneficio  de  exención  o  reducción  de  la  multa.  Si  el  Tribunal  diere  por
acreditada  la  conducta,  no  podrá  aplicar  multa  a  quien  haya  sido
individualizado como acreedor de una exención, como tampoco una multa
mayor a la solicitada por el Fiscal a quien haya sido individualizado como
acreedor de una reducción de la misma.”.

Los  representantes  del  Ejecutivo,  haciéndose
cargo de algunas objeciones planteadas por el Diputado señor Bustos, quien
no obstante apoyar la indicación, estimó que el  término “veraces” parecía
redundante,  hicieron ver que, tratándose de una norma de carácter general,
tal como se había planteado por la Comisión, podría dar pie a algún grado de
incertidumbre  en  la  persona  que  quiere  acogerse  al  beneficio;  de  ahí,
entonces, la necesidad de que los antecedentes que se proporcionen tengan
el  carácter  de  precisos,  veraces  y  comprobables.  Asimismo,  ante  la
prevención de la Diputada señora Soto acerca de que la exigencia de poner
fin  a  la  conducta  inmediatamente  después  de  presentada  la  solicitud  de
beneficios,  podría  constituirse  en  una  alerta  para  los  demás  implicados,
señalaron  que se  trataba de una  medida de carácter  práctico,  porque  al
entregar el delator antecedentes, lo normal es que se le pida poner término a
su participación, salvo que dicha participación sea necesaria para obtener
más antecedentes.

El  Diputado  señor  Burgos  apoyó  la  proposición,
señalando que era una novedad en nuestra legislación, pero que en otros
países había dado buenos resultados. No obstante lo anterior, creía que la
propuesta  del  número  3,  en  cuanto  a  que  el  delator  continuara  con  su
participación para obtener más antecedentes, podría equipararse a la figura
del agente encubierto.

Cerrado  finalmente  el  debate,  se  aprobó  la
indicación  por  mayoría  de  votos  (  6  votos  a  favor,  1  en  contra  y  3
abstenciones).

Artículo 2°.-

Este  artículo  modifica  la  ley  N°  19.733,  sobre
libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

La Comisión acordó tratar  por  separado las tres
modificaciones que introduce.

Número 1.- 
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Suprime el inciso segundo del artículo 37
El citado artículo 37 se refiere a las conductas que

se consideran como hechos, actos o convenciones que tienden a impedir la
libre competencia, aquellos que entraben la producción de informaciones, el
transporte, la distribución, circulación, el avisaje y la comercialización de los
medios de comunicación.

Su inciso segundo reputa, para los efectos de lo
señalado  en  el  inciso  anterior,  como artículos  o  servicios  esenciales,  los
pertinentes  a  la  operación  o  mantención  de  los  medios  de  comunicación
social.

Se  aprobó  sin  debate,  en  iguales  términos,  por
unanimidad.

Número 2.-

Sustituye  el  artículo  38,  norma  que  exige  que
cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la
propiedad de un medio de comunicación social, deberá ser informado a la
Comisión  Preventiva  Regional  o  a  la  Comisión  Preventiva  Central,  según
corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.

Su  inciso  segundo  señala  que  si  se  trata  de
medios de comunicación social sujetos al sistema de concesión del Estado,
el  hecho  o  acto  relevante  deberá  contar  con  un  informe  previo  de  la
respectiva  Comisión  Preventiva  acerca  de  su  impacto  en  el  mercado
informativo.  Este  informe  deberá  evacuarse  dentro  de  los  treinta  días
siguientes a la presentación de la solicitud, de lo contrario se entenderá que
el hecho o acto no presenta objeciones.

La  sustitución  fundamentalmente  actualiza  la
norma, reemplazando las referencias a las Comisiones Preventivas por otra
a la Fiscalía Nacional Económica.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  en  los
mismos términos.

Número 3.- 

Deroga el artículo 43, disposición que reputa como
artículos  o  servicios  esenciales  para  los  efectos  de  la  aplicación  de  las
normas sobre libre competencia, los pertinentes a la operación o mantención
de los medios de comunicación social.

Se aprobó sin debate, por unanimidad.

Disposiciones transitorias.

Artículo primero.

Señala que esta ley entrará en vigencia noventa
días después de su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones
incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30 y el artículo 26 bis, nuevo, del
decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, de 2004, las que
entrarán en vigencia al publicarse esta ley.
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Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  sin  otra
modificación que la de sustituir  la referencia al  artículo 26 bis,  por otra al
artículo 39 bis.

Artículo segundo.

Dispone que los integrantes suplentes del Tribunal
que se encuentren ejerciendo el cargo a la entrada en vigencia de esta ley,
se mantendrán en ellos hasta que venza su período de acuerdo al decreto de
nombramiento  y  no  se  les  aplicará  el  régimen  de  remuneraciones  que
incorpora  esta  ley,  hasta  que  se  reduzca  el  número  de  suplentes  en
conformidad al inciso siguiente.

Su inciso segundo agrega que la designación de
dos integrantes suplentes de acuerdo a lo establecido en el artículo 6° del
decreto con fuerza de ley N° 1, de Economía, con las modificaciones que se
le introducen por esta ley, se efectuará con ocasión de la renovación que
corresponda a los que expiren en sus funciones el año 2012.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  sin  más
cambios que modificar la remisión al número primero del artículo 1° de esta
ley, por otra al N° 2 de ese mismo artículo.

Artículo tercero.

Dispone  que  la  modificación  introducida  por  el
número 2 del artículo 1° de esta ley, se aplicará a los integrantes titulares del
Tribunal que se designen  a partir de la renovación parcial que se produzca
con posterioridad a la aplicación de esta ley.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,
sustituyendo la referencia al número 2 del artículo 1° de esta ley, por otra al
número 3 del mismo artículo..

Artículo nuevo.- (pasó a ser cuarto).

El  Ejecutivo  presentó  una  indicación  para
establecer  que las  nuevas modalidades de nombramiento  y  remoción del
Fiscal Nacional Económico que establece esta ley, se aplicarán a partir de la
fecha en quede vacante el referido empleo.

La indicación, consecuencia de las modificaciones
introducidas al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1 de Economía,
por  el  número 14  del  artículo  1°  de  esta  ley,  se  aprobó sin  debate,  por
unanimidad, en iguales términos.

Artículo cuarto. (pasó a ser quinto)

Imputa el gasto que originará esta ley durante el
año 2007.

Se aprobó sin debate, por unanimidad.

****
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Por  las  razones  señaladas  y  por  las  que  expondrá
oportunamente  el  señor  Diputado  Informante,  esta  Comisión  recomienda
aprobar el proyecto de conformidad al siguiente texto:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones
en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y
Reconstrucción,  de  2004,  que  fijó  el  texto  refundido,  coordinado  y
sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973:

1) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:
a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:
“ El que ejecute o celebre, individual o colectivamente,

cualquier hecho, acto o convención que tenga por objeto o efecto impedir,
restringir o entorpecer la libre competencia, o que tienda a producir dichos
efectos, será sancionado con las medidas señaladas en el artículo 26 de la
presente  ley,  sin  perjuicio  de  las  medidas  preventivas,  correctivas  o
prohibitivas que respecto de dichos hechos, actos o convenciones puedan
disponerse, de oficio o a petición de parte, en cada caso.”.

b)  Modifícase  el  inciso  segundo  en  los  siguientes
términos:

b-1. agrégase en la letra a), a continuación de la palabra
“objeto” la expresión “ o efecto”.

b-2. sustitúyese en la letra b) la frase “ de una empresa o
conjunto de empresas que tengan un controlador común” por los términos
“de un agente económico , o un conjunto de ellos, “.

b-3. agrégase en la letra c), a continuación de la palabra
“objeto” los términos “ o efecto”.

2) Modifícase el artículo 6° en los siguientes términos:
a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:
“El  Tribunal  tendrá  dos  suplentes,  un  abogado  y  un

licenciado o con post grado en ciencias económicas.”.
b) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:
“  El  Presidente  de la  República  designará  al  abogado

suplente y el Consejo del Banco Central al licenciado o post graduado en
ciencias  económicas,  conforme  al  procedimiento  señalado  en  la  letra  b)
precedente,  para  lo  cual  se  podrán  considerar  las  mismas  nóminas  y
concursos previstos para el nombramiento de los titulares.”.

c) Suprímese, en su inciso quinto, la oración “Asimismo,
por ese medio, se determinará el orden en que los suplentes reemplazarán a
los integrantes titulares.”.

d) Sustitúyese su inciso séptimo por los tres siguientes,
que pasan a ser séptimo, octavo y noveno:

“El  cargo  de  integrante  titular  del  Tribunal  será  de
dedicación exclusiva, y, en consecuencia, será incompatible con otra función
remunerada,  con excepción de los  cargos docentes  hasta un máximo de
doce horas semanales. Será igualmente incompatible para quien  haya
desempeñado  el  cargo  de  Fiscal  Nacional  Económico  o  cualquier  cargo
directivo en la Fiscalía Nacional Económica, en el año anterior al inicio del
concurso público de antecedentes.
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Asimismo,  es  incompatible  el  cargo  de  integrante
suplente del Tribunal con la condición de:

a)  Administrador,  gerente  o  trabajador  dependiente  de
sociedades anónimas abiertas o sometidas a las reglas de estas sociedades,
como asimismo, de sus matrices, filiales, coligantes o coligadas;

b)  Haber  desempeñado  el  cargo  de  Fiscal  Nacional
Económico o cualquier cargo directivo en la Fiscalía Nacional Económica en
el año anterior al inicio del concurso público de antecedentes.

Las  personas  que  al  momento  de  su  nombramiento,
salvo en el caso de la letra b) anterior  quienes deberán renunciar un año
antes  del  inicio  del  concurso  público  de  antecedentes,  se  encuentren
desempeñando alguna de las funciones incompatibles a que se refieren los
incisos precedentes, deberán renunciar a ellas.”.

e) Suprímese su inciso final.

3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, la
frase  “nuevos  períodos  sucesivos”  por  los  términos  “  sólo  un  período
sucesivo”.

4) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la
expresión “dos” por el término “tres”.

5) Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:
“Artículo  10.-  La  remuneración  mensual  de  los

integrantes titulares del Tribunal será la suma equivalente a la remuneración
bruta mensualizada de carácter  permanente del  cargo de Fiscal  Nacional
Económico. Los integrantes suplentes, en su caso, recibirán mensualmente
la suma de treinta unidades tributarias mensuales y,  además, la suma de
diez unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan en la
que  no  concurra  el  titular  correspondiente,  con  un  máximo  de  sesenta
unidades tributarias mensuales, cualquiera que sea el número de sesiones a
las que hayan asistido.”.

6)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
artículo 11:

a) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:
“ En todo caso, se presume de derecho que el ministro

titular o suplente, según corresponda, también estará inhabilitado cuando:
a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus

parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad; o
de personas que estén ligadas al mismo por vínculos de adopción, o de las
empresas en las cuales estas mismas personas sean sus representantes
legales,  mandatarios,  directores,  gerentes  o  desempeñen  otros  cargos
directivos, o posean directamente o a través de otras personas naturales o
jurídicas  un  porcentaje  de  la  sociedad  que  les  permita  participar  en  la
administración  de  la  misma,  o  elegir  o  hacer  elegir  uno  o  más  de  sus
administradores, y

b) Asesore o preste servicios profesionales, en cualquier
clase de materias, a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de
parte en esa causa, o lo haya hecho en los dos años anteriores a la fecha de
ingreso de aquélla.”.
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b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando
los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser cuarto, quinto, sexto
y séptimo, respectivamente:

“Sin  perjuicio  de  lo  propuesto  en  los  incisos  séptimo,
octavo y noveno del artículo 6°, será causal de recusación respecto de los
integrantes  titulares  o  suplentes,  la  existencia  de  relacionales  laborales,
comerciales, societarias o en comunidades de carácter profesional, con los
abogados  o  asesores  de  alguna  de  las  partes,  en  términos  tales  que
permitan presumir que su imparcialidad se encuentra comprometida.”

c) Reemplázase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser
quinto,  la  frase “  preferentemente  por  el  suplente  que corresponda de la
misma área profesional”, por la oración “ por el suplente de su misma área
profesional, salvo que esta regla impida al Tribunal sesionar con el quórum
mínimo establecido en el artículo 9°.”.

7) Agrégase el siguiente artículo 11 bis, nuevo:

“Artículo 11 bis.- Sin perjuicio de las incompatibilidades
establecidas  en  el  artículo  6°,  los  integrantes  suplentes  del  Tribunal  no
podrán  ser  administradores,  gerentes  o  trabajadores  dependientes,  ni
asesorar  o  prestar  servicios  profesionales,  en  toda  clase  de  materias,  a
personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte en cualquier
causa  que  esté   conociendo  el  Tribunal.  Tratándose  de  los  ministros
suplentes, esta incompatibilidad cesará sólo a partir del cuarto año contado
desde que quede ejecutoriada la sentencia dictada por el Tribunal.

Tratándose de un ministro titular que ha cesado en su
cargo, la incompatibilidad tendrá una duración de tres años contados desde
que ha quedado ejecutoriada la sentencia.

En el mismo plazo señalado en los inciso anteriores, los
integrantes  suplentes  y  ex  integrantes  tampoco  podrán  percibir
remuneración,  honorario  o  regalía  de  personas  naturales  o  jurídicas  que
asesoren o presten servicios profesionales a quien haya sido parte en alguna
causa que haya conocido el respectivo ministro, sabiendo o debiendo saber
de tal vínculo.

La infracción de lo dispuesto en los incisos precedentes
constituirá notable de abandono de deberes o, en caso que el integrante del
tribunal haya cesado en su cargo, la sanción será de inhabilitación absoluta
para desempeñar cargos públicos por el período de cinco años, pudiendo
aplicársele  además  una  multa  de  hasta  doscientas  unidades  tributarias
mensuales,  sanciones  que  serán  aplicadas  por  la  Corte  Suprema  a
requerimiento de la Fiscalía Nacional Económica.

El  requerimiento  a  que  alude  el  inciso  precedente
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran  o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en que se fundaren.  Si  el  requerimiento no cumpliere estos requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de
la  Corte  Suprema  dará  traslado  de  éste  al  inculpado  el  que  deberá  ser
evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de recepción
del oficio respectivo, que le será remitido junto con sus antecedentes por la
vía que se estime más expedita.
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Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en
el inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que
se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el ministro ante el
cual deberá rendirse; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que
se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de
la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La Corte Suprema
sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la vista
de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte
Suprema hasta antes de la vista de la causa.”.

8)  Agrégase,  en  el  número  2)  del  artículo  18,  a
continuación de la palabra “celebrarlos”, los términos “ o el Fiscal Nacional
Económico”.

9) Reemplázase,  en el  inciso cuarto del  artículo 20,  la
frase  “requerimiento  del  Fiscal  Nacional  Económico”,  por  las  siguientes
oraciones:  “  la  notificación  que  realice  la  Fiscalía  Nacional  Económica  al
afectado del inicio de una investigación de acuerdo a la letra a) del artículo
39  y  siempre  que  el  requerimiento  se  presente  dentro  de  los  dos  años
siguientes a la referida notificación,”.

10) Sustitúyese,  en el  inciso tercero del  artículo 21,  la
expresión “quinto” por el término “tercer”.

11)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
artículo 22:

a) Agrégase, en su inciso tercero, a continuación de la
expresión “ejecutoriada”, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente:
“ En todo caso, sólo se admitirán por punto de prueba, declaraciones de tres
testigos  por  cada  parte,  salvo  que  el  tribunal,  a  petición  fundada  al
presentarse la lista de testigos, amplíe dicho número. No regirá respecto de
los testigos lo establecido en los artículos 358, 360 número 2, 373, 374, 376,
377 y 378 del Código de Procedimiento Civil.”.

b)  Agrégase, en su inciso cuarto,  a continuación de la
expresión “caso”, pasando el punto final a ser coma, lo siguiente: “ el que
podrá  efectuar  las  preguntas  que  estime  convenientes,  impedir  que  las
declaraciones  y  las  preguntas  de  las  partes  se  desvíen  hacia  aspectos
irrelevantes o inadmisibles y resolver de plano las objeciones que le fuesen
formuladas.”.

c)  Intercálanse  los  siguientes  incisos  sexto,  séptimo  y
octavo, nuevos, pasando el actual inciso sexto a ser noveno:

“ El Tribunal dispondrá el registro de todas las audiencias
a que hubiere lugar en forma íntegra, por cualquier medio que asegure su
fidelidad.

La  prueba  instrumental  podrá  presentarse  hasta  diez
días antes de la fecha fijada para la vista de la causa. A solicitud de parte, el
Tribunal  podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al  proceso o
confidencialidad  incluso  respecto  de  las  demás  partes,  de  aquellos
instrumentos que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales o
cualquier otro elemento cuya revelación pueda afectar significativamente el
desenvolvimiento  competitivo  de  su  titular.  Los  instrumentos  que  tengan
carácter  reservado  o  confidencial  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
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segundo de la letra a) del artículo 39, deberán presentarse siempre en tal
carácter por la Fiscalía Nacional Económica, y el Tribunal deberá mantener
la reserva o confidencialidad de los mismos.

Sin perjuicio de lo anterior, de oficio o a petición de parte,
el Tribunal podrá ordenar a la parte que corresponda, en cualquier etapa del
proceso e incluso como medida para mejor resolver, que prepare una versión
pública  del  instrumento  para  que  las  otras  partes  ejerzan  su  derecho  a
objetarlo  u  observarlo.  Si  la  referida  versión  pública  es  insuficiente  como
antecedente válido para fallar la causa, el Tribunal podrá decretar de oficio y
por  resolución  fundada,  el  término  de  la  reserva  o  confidencialidad  del
instrumento, y ordenará ponerlo en conocimiento de las demás partes.”.

12)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
artículo 26:

a) Reemplázase en la letra c) de su inciso segundo, la
expresión “veinte” por el término “treinta” y agrégase, a continuación de la
frase “ en la realización del mismo”, pasando el punto aparte (.) a ser coma
(,), la siguiente oración: “ sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 39 bis.”.

b)  Agrégase,  en  su  inciso  tercero,  a  continuación  del
término “conducta”, precedido de una coma (,), las siguientes expresiones:
“el  daño  causado  a  la  libre  competencia,  la  capacidad  económica  del
infractor y la calidad de reincidente del mismo.”.

13)  Agrégase  en  el  número  2)  del  artículo  31,
sustituyendo el punto aparte por un punto seguido, el siguiente párrafo: “ Los
intervinientes  en este  procedimiento  podrán adjuntar  nuevos instrumentos
hasta  diez  días  hábiles  antes  de  la  fecha  fijada  por  el  Tribunal  para  la
audiencia pública.”.

14)  Sustitúyense  los  incisos  segundo  y  tercero  del
artículo 33 por los siguientes:

“  La  Fiscalía  Nacional  Económica  tendrá  su  sede  en
Santiago.  Estará  a  cargo  de  un  funcionario  denominado  Fiscal  Nacional
Económico, que será nombrado por el Presidente de la República mediante
el proceso de selección de altos directivos públicos previstos en el párrafo 3°
del Título VI de la ley N° 19.882. Durará tres años en su cargo, pudiendo
renovarse su nombramiento por una sola vez. Al término del primer período
trienal,  el  Presidente  de  la  República  podrá,  previa  evaluación  de  su
desempeño, resolver la prórroga de su nombramiento por igual  período o
bien disponer se inicie el proceso de selección correspondiente.

El Fiscal  Nacional  Económico cesará en sus funciones
por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación;
b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la

República;
c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio

de sus funciones;
d) Incapacidad
La remoción por las causales señaladas en las letras c) y

d)  precedentes  será  dispuesta  por  el  Presidente  de  la  República,  con  el
informe favorable del Consejo de Alta Dirección Pública establecido por la ley
N°  19.882,  adoptado  a  requerimiento  del  mismo  Ministro  de  Economía,
Fomento y Reconstrucción, por cuatro de sus cinco miembros.
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Al  Fiscal  Nacional  Económico le  corresponderá ejercer
tanto la jefatura superior como la representación judicial y extrajudicial del
servicio.

Sin perjuicio de los requisitos generales para ingresar a
la Administración Pública, el Fiscal deberá acreditar título de abogado y diez
años de ejercicio profesional o tres años de antigüedad en el servicio.”.

15)  Introdúcense  las  siguientes  modificaciones  en  el
inciso segundo del artículo 39:

a) Agréganse en la letra a) los siguientes incisos tercero
y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto:

“Asimismo, el Fiscal Nacional Económico podrá disponer
de oficio o a petición del interesado, que ciertas piezas del expediente sean
reservadas  o  confidenciales,  siempre  que  tengan  por  objeto  proteger  la
identidad  o  de  quienes  hayan  efectuado  declaraciones  o  aportado
antecedentes en conformidad al artículo 39 bis, o que contengan fórmulas,
estrategias o secretos comerciales o cualquier otro elemento cuya revelación
pueda  afectar  significativamente  el  desenvolvimiento  competitivo  de  su
titular, o resguardar la eficacia de investigaciones de la Fiscalía.

Lo anterior es sin perjuicio que en un proceso en curso y
previo traslado, se aplique lo dispuesto en el inciso octavo del artículo 22, o
que se ordene por el tribunal otorgar copias de piezas del expediente que no
se hayan agregado al proceso, suprimiendo en ellas todas las referencias
que  pudieren  revelar  las  identidades  u  objeto  de  protección  aludidos
precedentemente.

b) Suprímense en la letra b) las expresiones  “ que se
rigen por lo dispuesto en la letra i) de este artículo”, sustituyendo la coma que
las precede por un punto aparte.

c) Agrégase al final de la letra f), sustituyendo el punto y
coma  por  una  coma,  lo  siguiente:  “  como  asimismo,  a  proporcionar  los
antecedentes que obren en sus archivos y que el Fiscal Nacional Económico
les  requiera,  aún  cuando  dichos  antecedentes  se  encuentren  calificados
como secretos o reservados, de conformidad a la legislación vigente, caso
este último en que se requerirá la autorización previa del Tribunal.

d)  Intercálase  en  la  letra  l),  a  continuación  de  la
expresión “entendimiento” y antes de los términos “con agencias”,lo siguiente
“con otros servicios públicos y universidades, en materias de cooperación
recíproca. Asimismo, celebrar convenios “.

e) Sustitúyese al final de la letra m) la coma y la letra “y”
que la sigue, por un punto y coma.

f)  Intercálanse  a  continuación  de  la  letra  m),  las
siguientes letras n), ñ), o), p), q) y r), nuevas, pasando la actual n) a ser s):

  “ n) Realizar estudios sobre la evolución competitiva de
los mercados, en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las
letras g) y h) de este artículo;

     ñ)  Realizar  indagaciones  preliminares  sobre
eventuales infracciones en la  ley u operaciones que pudieren restringir  la
competencia que no impliquen necesariamente el inicio de una investigación,
en cuyo caso podrá ejercer las facultades contenidas en las letras g), h) y j)
de este artículo, todo ello previa notificación al indagado;

     o)  Formular,  una  vez  iniciada  una  investigación,
recomendaciones  a  particulares  u  organismos  públicos  para  que  se
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abstengan  de  ejecutar  un  hecho  o  celebrar  un  acto  o  contrato  bajo
apercibimiento de interponer un requerimiento en su contra;

     p) En casos graves y calificados de investigaciones
destinadas a acreditar conductas de las descritas en la letra a) del artículo 3°,
solicitar, mediante petición fundada, autorización al Ministro de la Corte de
Apelaciones que corresponda de acuerdo al turno, para que Carabineros o la
Policía  de Investigaciones,  bajo la  dirección del  funcionario  de la Fiscalía
Nacional Económica que indique la solicitud, proceda a:
                                     p.1) Entrar a recintos públicos o privados y, si fuere
necesario, a allanar y descerrajar;
                                     p.2) Registrar e incautar toda clase de objetos y
documentos que permitan acreditar la existencia de la infracción;
                                     p.3) Autorizar la interceptación de toda clase de
comunicaciones, y

     p.4) Ordenar a cualquier empresa que preste servicios
de comunicaciones,  que facilite  copias  y  registros  de las  comunicaciones
transmitidas o recibidas por ella.

     El ejercicio de las facultades conferidas en el inciso
anterior, deberá sujetarse a los requisitos y formalidades establecidos en los
artículos 205, 207, 208, 210, 212 a 214, 216 a 219 y 221 a 225 del Código
Procesal Penal.”;

      q) Suscribir acuerdos extrajudiciales con los agentes
económicos involucrados en sus investigaciones, con el objeto de cautelar la
libre competencia en los mercados.

       El Tribunal tomará conocimiento del acuerdo en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  las  partes  comparecientes  al  acuerdo.  El
Tribunal  deberá  aprobar  o  rechazar  el  acuerdo  en  un  plazo  máximo  de
quince  días  hábiles,  contados  desde  la  fecha  de  la  audiencia.  Estas
resoluciones una vez ejecutoriadas serán vinculantes para las partes que
comparecieron  al  acuerdo  y  en  su  contra  sólo  procederá  el  recurso  de
reposición;

r)  Adoptar,  previa  autorización  del  Tribunal,  medidas
preventivas tendientes a incrementar la transparencia en los mercados.

El  Tribunal  tomará conocimiento  de  la  medida en una
sola  audiencia,  sin  forma  de  juicio,  convocada  especialmente  al  efecto,
dentro del  quinto día hábil  de recibidos los antecedentes,  durante la  cual
podrá  escuchar  alegatos  de  la  Fiscalía  y  de  la  parte  que  lo  solicite.  El
Tribunal deberá aprobar o rechazar la medida en un plazo máximo de quince
días hábiles, contados desde la fecha de la audiencia. Estas resoluciones
una  vez  ejecutoriadas  serán  vinculantes  para  los  agentes  económicos
referidos en ellas y en su contra sólo procederá el recurso de reposición. 

16) Agrégase el siguiente artículo 39 bis, nuevo:

“Artículo 39 bis.- El que ejecute una conducta prevista en
la letra a) del artículo 3° podrá acceder a una reducción o exención de la
multa  cuando aporte  a  la  Fiscalía  Nacional  Económica antecedentes  que
conduzcan a la acreditación de dicha conducta y a la determinación de los
responsables.

Para acceder a uno de esto beneficios, el ejecutor de la
conducta deberá cumplir los siguientes requisitos:
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1.-  Proporcionar  antecedentes  precisos,  veraces  y
comprobables  que  representen  un  aporte  efectivo  a  la  constitución  de
elementos  de  prueba  suficientes  para  fundar  un  requerimiento  ante  el
Tribunal;

2.- Abstenerse de divulgar la solicitud de estos beneficios
hasta que la Fiscalía  haya formulado el requerimiento u ordene archivar los
antecedentes de la solicitud, y

3.-  Poner  fin  a  su  participación  en  la  conducta
inmediatamente  después  de  presentar  su  solicitud,  salvo  que  la  Fiscalía
decidiera que su participación es indispensable para preservar la eficacia de
la investigación.

Para  acceder  a  la  exención  de  la  multa,  además  de
cumplir  los  requisitos  señalados  en  el  inciso  anterior,  el  ejecutor  de  la
conducta deberá ser el primero que aporte los antecedentes a la Fiscalía,
dentro del grupo de responsables de la conducta imputada.

Para acceder a una reducción de la multa, además de
cumplir  los  requisitos  señalados  en  el  inciso  segundo,  el  ejecutor  de  la
conducta  deberá  aportar  antecedentes  adicionales  a  los  presentados  por
quien  primero  acompañó  antecedentes  a  la  Fiscalía  en  virtud  de  este
artículo.  En todo caso,  la  rebaja  de la  multa  que solicite  el  Fiscal  en  su
requerimiento, no podrá ser superior al 50%  de la mayor multa solicitada
para los demás ejecutores de la conducta que no pueden acogerse a los
beneficios de este artículo.

En  su  requerimiento  el  Fiscal  individualizará  a  cada
ejecutor de la conducta que cumplió los requisitos para acceder al beneficio
de exención o reducción de la multa. Si el Tribunal diere por acreditada la
conducta,  no podrá aplicar  multa  a quien haya sido individualizado como
acreedor de una exención, como tampoco una multa mayor a la solicitada
por  el  Fiscal  a  quien  haya  sido  individualizado  como  acreedor  de  una
reducción de la misma.”

Artículo 2°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones
en la ley N° 19.733, sobre las libertades de opinión e información y ejercicio
del periodismo:

1) Suprímese el inciso segundo del artículo 37.

2) Reemplázase el artículo 38 por el siguiente:
“Artículo 38.- Cualquier hecho o acto relevante relativo a

la  modificación  o  cambio  en  la  propiedad  de  un  medio  de  comunicación
social,  deberá ser informado a la Fiscalía Nacional  Económica, dentro de
treinta días de ejecutado.

Con todo, tratándose de medios de comunicación social
sujetos  al  sistema de concesión otorgada por  el  Estado,  el  hecho o acto
relevante deberá contar, previo a su perfeccionamiento, con informe de la
Fiscalía Nacional Económica referido a su efecto sobre la competencia, la
que deberá emitirlo dentro de los treinta días siguientes a la recepción de los
antecedentes. En caso que el informe sea desfavorable, el Fiscal Nacional
Económico deberá comunicarlo al Tribunal para efectos de lo dispuesto en el
artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía,
Fomento y Reconstrucción, de 2004.  De no evacuarse el informe dentro del
referido plazo,  se entenderá que no amerita objeción alguna por parte de la
Fiscalía.
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3) Derógase el artículo 43.

Artículo  primero  transitorio.- Esta  ley  entrará  en
vigencia transcurridos noventa días desde su publicación en el Diario Oficial,
salvo las modificaciones incorporadas a los artículos 9°, 10, 26 y 30, y el
artículo 39 bis, nuevo, del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de
Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, publicado el 7 de marzo de
2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley
N° 211, de ese Ministerio, de 1973 y sus modificaciones introducidas por la
ley N° 20.088, las cuales regirán desde la publicación de esta ley.

Artículo  segundo  transitorio.-  Los  integrantes
suplentes del Tribunal que a la entrada en vigencia de esta ley se encuentren
ejerciendo el cargo, se mantendrán en él hasta el día que venza su período
de acuerdo al decreto de nombramiento y no se les aplicará el régimen de
remuneraciones que incorpora esta ley, hasta que se reduzca el 
número de suplentes en conformidad al inciso siguiente.

La  designación  de  dos  integrantes  suplentes  en
conformidad a lo dispuesto en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N°
1,  del  Ministerio  de  Economía,  Fomento  y  Reconstrucción,  de  2004,
publicado el 7 de marzo de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y
sistematizado  del  decreto  ley  N°  211,  de  ese  Ministerio,  de  1973  y  sus
modificaciones  introducidas  por  la  ley  N°  20.088,  con  las  modificaciones
establecidas en el número 2) del artículo 1° de esta ley, sólo se efectuará con
ocasión  de  la  renovación  que  corresponda  a  los  que  expiren  en  sus
funciones el año 2012.

Artículo  tercero  transitorio.- La  modificación
introducida por el número 3) del artículo 1° de esta ley, será aplicable a los
integrantes titulares que se designen a partir de la renovación parcial que se
produzca con posterioridad a la publicación de esta ley.

Artículo  cuarto  transitorio.- Las  nuevas  modalidades
de nombramiento y remoción del Fiscal Nacional Económico que establece
esta ley, se aplicarán a partir de la fecha en que quede vacante el referido
empleo.

Artículo quinto transitorio.-  El gasto que represente la
aplicación de esta ley durante el año 2007, se financiará con cargo al ítem
50-01-03-24-03-104  de  la  Partida  del  Tesoro  Público  de  la  Ley  de
Presupuestos para dicho año.

*****

Sala de la Comisión, a 13 de septiembre de 2007. 
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Acordado en sesiones de fechas 15 de mayo; 5 y 19 de
junio;  3,  10  y  17  de julio,  y  7  y  29  de agosto  del  año en curso,  con la
asistencia de los Diputados señor Jorge Burgos Varela (Presidente), señoras
María Antonieta Saa Díaz, Laura Soto González y Marisol Turres Figueroa y
señores  Pedro  Araya  Guerrero,  Gonzalo  Arenas  Hödar,  Juan  Bustos
Ramírez,  Alberto  Cardemil  Herrera,  Guillermo  Ceroni  Fuentes,Edmundo
Eluchans Urenda, Cristián Monckeberg Bruner, Nicolás Monckeberg Díaz y
Eduardo Saffirio Suárez.

En  reemplazo  del  Diputado  señor  Eduardo  Saffirio
Suárez asistió el Diputado señor Patricio Vallespín López.

EUGENIO FOSTER MORENO
                            Abogado Secretario de la Comisión
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